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INTRODUCCIÓN 
 
 
Como se evidenciará a lo largo de este escrito, la minería se ha consolidado 
históricamente como uno de los principales pilares del sistema económico 
colombiano, impactando favorablemente en rubros de interés en términos 
macroeconómicos y generando crecimiento en los territorios. Sin embargo, 
también ha constituido un polémico escenario marcado por múltiples 
disyuntivas económicas, ambientales y sociales que han frenado de manera 
fehaciente su desarrollo en los últimos años, asimismo ha resultado esta 
actividad afectada por su vinculación directa al conflicto armado como fuente 
de financiación de grupos al margen de la ley, coyuntura que supone un 
interesante panorama en cuanto al futuro del sector minero en la etapa del 
posconflicto. 
 
Desde luego, la poca favorabilidad para la explotación de recursos mineros no 
es un asunto exclusivamente aplicable al caso colombiano y por el contrario 
éste no ha sido ajeno a grandes industrias del mundo, pero la realidad 
Colombiana puede resultar más desalentadora en términos de competitividad 
si se tiene en cuenta la poca confianza inversionista, el complejo régimen 
tributario del país y la poca robustez de la regulación, como lo demuestran 
estudios realizados por el Banco Mundial en comparación con varias 
economías a nivel global1. 
 
En este mismo contexto, conviene precisar que el sector minero colombiano 
se ha caracterizado por su acentuado dinamismo, lo cual va de la mano con 
las reformas de los años noventa que, bajo una visión neoliberalista, abrieron 
                                                          
1 World Bank Group web page, Doing Business 2016: Measuring Regulatory Quality and 
Efficiency Economy - Profile 2016 Colombia. [En línea] pág. 82. Disponible en http://espa 
nol.doingbusiness.org/data/exploreeconomies/colombia/~/media/giawb/doing%20business/d
ocuments/profiles/country/COL.pdf. [Consultado el 20 de septiembre de 2016] 
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paso a nuevas políticas públicas y planes de desarrollo que caracterizaron los 
últimos años del pasado siglo en el país; en el caso minero, este tipo de 
medidas resultaron implementadas con el objetivo de reactivar la exploración 
y la explotación de recursos del subsuelo, y en definitiva, ello propició la 
titulación minera en un marcado periodo de bonanza entre los años 2004 y 
2013, logrando hacer atractivo al país para la inversión en la industria2. 
Empero, en el presente documento veremos algunos factores políticos y 
sociales entre los cuales el conflicto armado adquiere especial importancia, 
que obstaculizaron progresivamente el crecimiento de este sector e influyeron 
negativamente en la actividad minera nacional y más específicamente en las 
expectativas de producción3. 
 
Es indudable que se han aunado esfuerzos en los últimos años para poner fin 
al conflicto armado en Colombia con la firma y la implementación del Acuerdo 
de Paz, a partir de lo cual es pertinente evaluar su impacto en los índices de 
criminalidad y desplazamiento en el país, y reflexionar sobre el despliegue del 
Estado ante los compromisos adquiridos, destacando a su vez el asentamiento 
de un nuevo fenómeno relacionado con el asesinato de líderes sociales4. De 
igual forma, resulta importante señalar los tiempos y condiciones bajo los que 
se implementará lo pactado en La Habana y cuáles serán sus posibles efectos 
sobres los territorios en materia ambiental y social, además de sus posibles 
implicaciones en el nuevo panorama que vislumbra para el sector minero. 
 
                                                          
2 SANKEY, Kyla. El Boom Minero en Colombia: ¿locomotora del desarrollo o de la resistencia? 
[en línea] 2015, pág. 115 Disponible en http://www.estudiosdeldesarrollo.mx/critical/rev4/ 4.pdf 
[Consultado el 10 de febrero de 2019] 
3 VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, Juliana et al. El sector extractivo en Colombia 2015. Fundación 
Foro nacional por Colombia. [en línea] Bogotá 2015, págs. 64-67 Disponible en 
http://www.foronacional.org/observatorio-ie [Consultado el 10 de febrero de 2019] 
4 CONSEJERÍA PRESIDENCIAL PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y ASUNTOS 
INTERNACIONALES. Informe de Homicidios Contra Líderes Sociales y Defensores de 
Derechos Humanos. [en línea] 2019. Disponible en: http://www.derechoshumanos.gov.co/Pr 
ensa/2019/Documents/INFORME%20LDDH%20ACTUALIZADO%2017%20DE%20JULIO_V
2.pdf [Consultado el 1 de agosto de 2019] 
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Uno de los componentes más importantes en la construcción de la confianza 
que demanda el sector minero en Colombia se basa en la disponibilidad de 
sistemas y herramientas eficientes para la planificación del territorio, el 
suministro de información actualizada y la formulación de políticas públicas, y 
si nos remitimos a algunas cifras expuestas por el Departamento Nacional de 
Planeación (DNP), encontraremos que en el país existen serias insuficiencias 
técnicas, metodológicas y de información para la estructuración de Planes de 
Ordenamiento Territorial (POT) eficaces y se encuentra rezagado en la 
actualización y modernización de catastros5, también se destaca la iniciativa 
del Departamento Nacional de Planeación (DNP) para instaurar y poner en 
marcha el Mapa Regalías y el Mapa Inversiones6 como instrumentos integrales 
para la gestión transparente de los recursos. 
 
Finalmente, resulta fundamental ponderar el rol específico que deberá asumir 
el sector privado frente a dos tópicos de gran importancia: el primero, 
relacionado con el apoyo a los territorios en la formulación y ejecución de 
proyectos eficaces al igual que en la construcción de iniciativas en el marco de 
la Responsabilidad Social Empresarial (RSE), en busca de fomentar un 
entorno de coordinación con las comunidades y las autoridades territoriales; y 
el segundo, respecto a los dividendos económicos, laborales y ambientales 
que supondrá el Acuerdo de Paz y frente a los cuales la industria minera se 
encuentra ante la gran oportunidad de posicionarse como un importante actor 
de desarrollo para las etapas posteriores al acuerdo. 
                                                          
5 MEJIA, Luis Fernando. Presentación: Universidad Externado de Colombia, Observatorio de 
Sociedad, Gobierno y Tecnologías de Información. Evento: Primer Foro sobre Ciudades 
Inteligentes y Posconflicto. Conferencia: DNP – Ciudades Inteligentes y Postconflicto. [en 
línea] Bogotá, Julio 2016. Disponible en https://www.youtube.com/watch?v=ui23N9z7C14 
[Consultado el 20 de febrero de 2019] 
6 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Mapa de Regalías. 
[En línea] Revisado, agosto 26, 2016, Disponible en: http://maparegalias.sgr.gov.co/#/. Ver 
también: Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Mapa 
Inversiones. [En línea] Disponible en: https://mapainversiones.dnp.gov.co [Revisado, agosto 
26, 2016] 
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1. INVERSIÓN Y MINERÍA 
 
 
En las últimas décadas del siglo XX, Colombia se ha caracterizado por el 
incremento continuo y considerable de la explotación minera. Por ejemplo, 
para el año 2014, la industria minera llegó a cubrir un total de (5’084.084,91) 
hectáreas, correspondientes al (4.68%) del territorio nacional7. Entre la 
explotación de materiales para construcción –actividad que ocupa el primer 
lugar en extensión del país- y la industria petrolífera, la extracción de minerales 
se ha configurado como una de las actividades económicas más polémicas y 
complejas en Colombia. La extracción de oro y otros minerales preciosos ha 
constituido una suerte de acumulación originaria para algunos sectores del 
empresariado colombiano, que les ha permitido mejorar su rentabilidad a partir 
de la explotación del recurso en diferentes regiones del país8.  
 
Sin embargo, para la década de 1980, la minería se transformó en un eslabón 
más en la cadena productiva de diferentes agrupaciones al margen de la ley, 
lo cual favoreció al asentamiento de la minería ilegal, flagelo que ha servido 
en gran medida para agravar las condiciones del conflicto armado nacional, y 
con ello, las condiciones sociales y ambientales de la población. Las dinámicas 
particulares de los recursos generados por la explotación minera han 
sostenido una relación directa con el conflicto armado, en la medida en que 
los grupos armados al margen de la ley han aprovechado la situación para 
                                                          
7 ROMERO, W. et. al. Plan nacional de ordenamiento minero. Unidad de Planeación Minero 
Energética. 2014 [en línea] Disponible en: http://www.upme.gov.co/Normatividad/Upme/201 
4/PNOM_EN_EXTENSO.PDF [Consultado: enero 22, 2019.] 
8 CABALLERO, Carlos. La realidad de la minería en Colombia. [en línea] El Tiempo. 17 de 
abril del 2015. Disponible en: http://www.eltiempo.com/opinion/columnistas/la-realidad-de-la-
mineria-en-colombia-carlos-caballero-argaez-columnista-el-tiempo/15588615 
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obtener, por medio de la extorsión y la coerción, beneficios económicos por 
parte del sector minero9. 
 
La relación que existe entre la minería, el conflicto armado y los problemas 
sociales y ambientales del país, genera nuevas tensiones que intensifican las 
confrontaciones directas. Además, esta relación está basada en un escenario 
de inequidad y segregación en las zonas y campos de extracción minera, 
afectando la organización territorial, destruyendo los recursos naturales 
estratégicos, y favoreciendo nuevas situaciones de conflicto10. Por estas 
razones, resulta fundamental el analizar ¿cuál es el panorama del sector en 
un escenario de posconflicto?, ¿cuáles serán sus dividendos frente a los 
nuevos procesos de reconciliación, recuperación de tierras y políticas agrarias, 
comerciales y territoriales que supone el posconflicto?, los mencionados 
factores van a definir las posibilidades de crecimiento, cambio y desarrollo de 
este sector.  
 
En el panorama actual se evidencia una dependencia económica del sector 
minero no solo en Colombia sino en el mundo, de forma que la producción y 
extracción de los recursos mineros ha resultado ser vital para apoyar el 
desarrollo, y para mejorar la competitividad de las naciones, enfrentando los 
retos que se han generado en medio de las dinámicas de la globalización y de 
la apertura de mercados11. Lo anterior es más evidente cuando el desarrollo 
del sector minero se ha vinculado a las dimensiones y modalidades de un 
conflicto de más de 50 años, que hoy en día se encuentra en la búsqueda de 
                                                          
9 AVILA, Ariel. Injerencia política de los grupos armados ilegales. En: LOPEZ, Claudia (Ed). Y 
refundaron la patria… De cómo mafiosos y políticos reconfiguraron el Estado colombiano. 
Publicado por: Random House Mondadori S. A. (2010) Barcelona, pp. 79 y sigs.  
10 AVELLANEDA, A.  Petróleo, ambiente y conflicto en Colombia. 2012. [en línea]. Disponible 
en: http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/01993/11.pdf [Consultado: enero 22, 2019.] 
11 CIMP; IDCR. Minería, minerales y desarrollo sustentable en América del Sur. 2002, p 235-
241 [en línea] Disponible en: http://pubs.iied.org/pdfs/G00682.pdf [Consultado: enero 22, 
2019] 
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soluciones y de opciones efectivas que permitan terminarlo definitivamente y 
generar así el camino hacia la paz. 
 
En la actualidad la economía y desarrollo de Colombia y del mundo dependen 
en gran medida de la explotación de los recursos mineros, situación asociada 
a las bonanzas económicas, destacando que el incremento en las 
exportaciones de este tipo de recursos ha generado retos importantes para las 
economías de los países productores que han tenido que enfrentar de manera 
acelerada la entrada de nuevos y cuantiosos recursos económicos, y la 
necesidad de establecer estrategias efectivas de distribución de los beneficios 
y de las regalías, así como para promover la estabilidad económica a largo 
plazo12. Por tanto, las bonazas económicas asociadas a la explotación y 
producción de los recursos mineros implica un terreno incierto para la 
economía, que involucra nuevas políticas eficientes por parte del Estado y de 
sus instituciones para afrontar de manera efectiva los retos y avanzar 
favorablemente en el nuevo panorama que se ha generado a nivel mundial13.  
 
En este sentido, se puede afirmar que el aumento de los precios y los canales 
de exportación de las materias primas promovió no solo nuevos 
aprovechamientos económicos de los recursos naturales, sino nuevos flujos 
financieros que han puesto prueba a la capacidad administrativa del Estado. 
Es de resaltar que históricamente las regalías generadas debido a la 
explotación de los recursos mineros no han sido administradas y distribuidas 
de forma equitativa, situación que en gran medida se ha generado gracias a la 
ineficiencia de instituciones que no escudriñan a conciencia en las 
                                                          
12 MARÍN, Lucas; BONET, Jaime; PÉREZ, Gerson. ¿Cuál es la dimensión y en que se gastó 
la reciente bonanza en Colombia? - Documentos de Trabajo Sobre Economía Regional y 
Urbana. Publicado por: Banco de la República (2018) Cartagena. pág. 25-26. 
13 Ibíd., pág. 22.  
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necesidades de la población y que no planifican proyectos a futuro para aportar 
al desarrollo de las regiones14.  
 
Por tanto, los nuevos procesos de explotación de los recursos mineros han 
generado nuevas tensiones en la economía y en la sociedad, que han afectado 
los procesos naturales de desarrollo, además de las relaciones que sostenían 
las personas con su entorno. La emergencia de la economía asociada a las 
bonanzas, se generó principalmente en regiones apartadas y alejadas del 
desarrollo político y económico del país, permitiendo en gran medida la 
existencia y posterior arraigo de dos principales fenómenos: por un lado, las 
ganancias que por concepto de regalías se comenzaron a generar no se vieron 
reflejadas en el mejoramiento de las condiciones de la población, como ya se 
mencionó, además de que la corrupción junto con el desfalco al erario público 
se hicieron cada vez más evidentes15. 
 
Como se puede apreciar entonces, la explotación de los recursos minerales 
acompañado del manejo inadecuado de las regalías originó un escenario de 
incertidumbre que afecta directamente a las poblaciones y que limita también 
la capacidad del Estado para realizar una distribución justa de las ganancias 
económicas, lo cual afecta elementos claves para el desarrollo social, como la 
confianza y la participación.  
 
En efecto, el manejo inadecuado de las bonanzas, la falta de una correcta 
planeación estratégica que ayude a mejorar no solo la distribución, 
administración y uso de las ganancias económicas derivadas de los recursos 
mineros, sino también esquemas de protección de la naturaleza y el medio 
                                                          
14 IBÁÑEZ, A. LAVERDE, M. Los municipios mineros en Colombia: características e impactos 
sobre el desarrollo. Unidad de Planeación Minero Energética. 2016. Pág. 8 [en línea] 
Disponible en: http://www1.upme.gov.co/sites/default/files/forum_topic/3655/files/municipio 
s_mineros_colombia_caracteristicas_impactos_sobre_desarrollo.pdf [Consultado: enero 22, 
2019] 
15 PEARCE, J. Más allá de la malla perimetral. Bogotá: CINEP. 2005., pág. 47 
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ambiente, han disminuido considerablemente la confianza de los ciudadanos 
en sus instituciones. De acuerdo con la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL), la confianza y satisfacción de los ciudadanos se 
encuentra en un momento crítico en América Latina, debido principalmente a: 
las crisis financieras, la corrupción, y a una continua explotación de recursos 
que no se ve reflejada en ninguna manera en el mejoramiento de la calidad de 
vida de la población, lo anterior resulta más preocupante en la actualidad, 
cuando los precios de las materias primas han disminuido, y los Tratados de 
Libre Comercio no han arrojado los resultados esperados para promover un 
intercambio económico justo16.  
 
En particular, la conducción de las bonanzas y de los recursos mineros puede 
llegar a generar o a fortalecer disputas sobre: la distribución de regalías, los 
impactos ambientales y la forma en que se afectan los territorios y se generan 
presiones inevitables en los ecosistemas. Los conflictos entre la comunidad, 
el Estado y las empresas se relaciona también con los altos niveles de 
corrupción estatal junto con el deterioro progresivo del ambiente, lo cual, en la 
actualidad, en una etapa de posconflicto, se establece como un importante 
reto que debe ser enfrentado por el Estado y todas sus instituciones.   
 
En este sentido, el posconflicto colombiano debe tener como base central la 
recuperación de la confianza en las instituciones por parte de la población. Lo 
anterior implica el desarrollo de nuevas estrategias que permitan consolidar un 
mejor sistema económico y financiero que responda a los retos que se 
establecen en el mundo actual, como la globalización y el desarrollo 
tecnológico, asimismo es preciso establecer condiciones más sólidas para las 
empresas que se han asentado en el territorio nacional, con el fin de mejorar 
                                                          
16 CEPAL. Perspectivas Económicas de América Latina 2018: Repensando las Instituciones 
Para el Desarrollo. Publicado por: OCDE (2018) Paris, pág. 90. [en línea] Disponible en: 
https://read.oecd-ilibrary.org/development/perspectivas-economicas-de-america-latina-20 
18_leo-2018-es#page1 [Consultado: enero 22, 2019] 
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la transparencia, evitar la corrupción y lograr que en algún momento el 
desarrollo industrial promueva nuevas oportunidades sostenibles y a largo 
plazo para toda la población colombiana17.  
 
Por tanto, un elemento fundamental en el posconflicto colombiano para 
fortalecer la eficiencia y aporte al crecimiento del país a través del sector 
minero, es la consolidación de normas, políticas y acuerdos que especifiquen 
toda la información relativa a la exploración y evaluación de recursos minerales 
con el fin de generar avances en las prácticas existentes al respecto. Lo 
anterior es clave en medio de las presiones y urgencias que se han generado 
debido a las denominadas bonanzas, ligadas al aumento de las exportaciones 
de recursos naturales. Las normas que orienten el desarrollo del sector en una 
época de posconflicto deben ir más allá de garantizar el control y saneamiento 
financiero, pues también es clave que el Estado, con el fin de recuperar la 
confianza de la población, establezca un compromiso con el contexto natural 
y humano que rodea la industria. En este sentido, la actividad minera debe 
transformar su labor empresarial en torno al concepto de la sostenibilidad, con 
el fin de garantizar procesos productivos que eviten en gran medida posibles 
perjuicios ambientales y sociales. 
 
1.2 INDICADORES DE CONTEXTO 
 
Resulta interesante invitar al lector a que preste atención a cifras como la 
ocupación de trabajadores para el sector minería en economías más sólidas 
como la de los Estados Unidos, en donde encontraremos que la ocupación de 
                                                          
17 MEJIA, Luis. Presentación: Universidad Externado de Colombia, Observatorio de Sociedad, 
Gobierno y Tecnologías de Información. Evento: Primer Foro sobre Ciudades Inteligentes y 
Posconflicto. Conferencia: DNP – Ciudades Inteligentes y Postconflicto. Bogotá, Julio 2016, 
pág. 14, [en línea] Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=ui23N9z7C14 
[Consultado: enero 22, 2019] 
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trabajadores dedicados al sector minero actualmente es casi equiparable a los 
presentados en el año 2010, lo anterior se explica mejor en el siguiente gráfico:   
 
Gráfica 1: Empleo para los sectores de minería y explotación forestal (USA) 
 
Fuente: U.S. Bureau of Labor Statistics. (14 de septiembre de 2016)  
 
Después de ver el anterior gráfico, recordemos dos aspectos relevantes: el 
primero consiste en que al igual que Colombia, en varias latitudes del mundo 
no se cuenta con una coyuntura favorable para la explotación de recursos 
mineros y en segunda medida, que este tipo de situaciones inciden de manera 
directa en la capacidad de las empresas para acudir fuera de frontera e invertir 
en otros países. 
 
En este mismo sentido, otro indicador que resulta interesante observar es el 
trabajo de regulación en la calidad y eficiencia para hacer negocios del Banco 
Mundial, que consiste específicamente en un estudio aplicado sobre (189) 
economías alrededor del mundo y tiene por objetivo medir la facilidad en la 
que los empresarios locales pueden iniciar y mantener un negocio de mediano 
tamaño sustentados en la regulación de cada país; el estudio tiene en cuenta 
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indicadores muy interesantes como trámites para permisos de construcción, 
acceso a la electricidad, registro de propiedades, obtención de créditos y 
cumplimiento de contratos entre otros. En el caso colombiano, se indica que 
ocupamos el puesto (54) entre (189) economías y con respecto del año 2015, 
perdimos (2) puestos en el ranking; el resultado de Colombia se presenta a 
continuación18:  
 
Grafica 2: Banco Mundial, resultados para Colombia estudio “Doing Business 
Project” 
  
Fuente:  Doing Business 2016 web page. (14 de septiembre de 2016)  
 
Ahora bien, dentro de los (10) indicadores utilizados por el estudio, hay tres en 
los que la regulación colombiana resulta muy mal calificada, como por ejemplo 
en pago de impuestos (136/189), negociaciones fronterizas (111/189) y la que 
más preocupa, el cumplimiento de los contratos (180/189), que se encuentra 
directamente ligado con el acceso a la justicia o a la efectividad del sistema 
judicial, lo anterior se expresa de mejor manera en el siguiente esquema que 
hace parte del mencionado estudio19. 
                                                          
18 World Bank Group web page, Doing Business 2016: Measuring Regulatory Quality and 
Efficiency Economy - Profile 2016 Colombia. Ob. Cit., Pág. 82.  
19 Ibíd., Pág. 82  
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Grafica 3: Banco Mundial, resultados para Colombia estudio “Doing Business 
Project” 
 
Fuente: World Bank. 2016. Doing Business 2016 web page. (14 de septiembre de 
2016)  
 
Uno de los indicadores utilizados en el cuadro superior denominado “enforcing 
contracts” o “cumplimiento de los contratos” trae consigo aspectos como: 
¿Qué tan eficiente es él proceso para resolver disputas comerciales por medio 
de la jurisdicción colombiana?, bajo lo anterior se indica que lograr un efectivo 
cumplimiento de los contratos en esta plaza tarda en promedio (1.288) días y 
tiene un costo del (45.80%) del valor del reclamo o el derecho exigido, eso 
quiere decir que sobre ($1000) pesos reconocidos como derecho en un 
contrato incumplido, se debe invertir casi (460) pesos para lograr su efectivo 
cumplimiento o una sentencia favorable por parte de la jurisdicción, más 
complejo aún resulta el concebir que el estudio tan solo se encargó de medir 
la situación en la ciudad de Bogotá que, teóricamente, es dónde más 
institucionalidad y presencia gubernamental tiene el país; en la gráfica 
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siguiente se realiza una comparación con otros países en lo que concierne a 
este mismo indicador20. 
 
Gráfica 4: Banco Mundial, resultados para Colombia estudio “Doing Business 
Project”  
 
Fuente: World Bank. 2016. Doing Business 2016 web page - Colombia.21  
 
Posterior a la presentación de las anteriores cifras y gráficos que tenían por 
objetivo entregar una contextualización más dinámica a la realidad del sector 
minero y a la competitividad del país, continuaremos de manera más 
específica con el análisis del sector minero colombiano y su relación con el 
proceso de paz.  
  
                                                          
20 Ibíd., Págs. 82 - 83  
21 Ibíd., Pág. 82  
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1.3 LA MINERÍA EN COLOMBIA  
 
Al hacer alusión al desarrollo de la actividad minera en Colombia, resulta 
conveniente mencionar el dinámico devenir de la misma, ya que como se 
mencionó previamente, este desarrollo se encuentra ligado a la historia de la 
economía del país. Aunque el territorio nacional ya se convertía en atractivo 
para el progreso integral de la actividad por parte del Estado con las reformas 
neoliberales que se surtieron en la década de 1990; fue con la aplicación de 
varias modificaciones sustanciales en la regulación, en la primera década del 
siglo XXI, que éste adquirió un valor importante en el ámbito político y 
económico del panorama nacional, hecho que se vio reflejado en un auge 
durante los dos periodos presidenciales de Álvaro Uribe Vélez, comprendidos 
entre los años 2002 y 2010, en los que se fijó como objetivo hacer atractivo el 
sector minero-energético colombiano en América Latina, con la finalidad de 
propiciar un horizonte atrayente para las empresas multinacionales22.  
 
Estos cambios normativos estuvieron especialmente encaminados a dirimir 
asuntos como la agilización de trámites y procesos específicos para acceder 
a la titulación minera y modificaciones en las condiciones impuestas al sector 
privado para el ejercicio de la actividad, evidenciando una transformación 
profunda en la postura del Estado con respecto a las tendencias políticas y 
normativas que predominaban hasta ese momento y en la percepción hacia el 
sector en términos generales23. 
 
De igual forma, desde aquel entonces los planes nacionales de desarrollo han 
reconocido ese aporte, posicionando al sector minero como un importante 
                                                          
22 SANKEY, Kyla. Ob. Cit., pág.  115  
23 CINEP/PPP. Minería, conflictos sociales y violación a los derechos humanos en Colombia. 
Segundo Informe Especial del CINEP/ Programa por la Paz. Bogotá 2012, pág. 20 [en línea]. 
Disponible en: https://www.alainet.org/images/IE_CINEP_octubre_2012.pdf [Consultado: 
febrero 10, 2019] 
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propulsor de las dimensiones económicas internas, a pesar de que la 
estabilidad de esta actividad se ha visto afectada por múltiples factores que 
han aparcado la consolidación definitiva del mismo como soporte sustancial 
del desarrollo económico, tecnológico e industrial del país24.  
 
Una de las manifestaciones de lo expuesto, ha sido la volatilidad de la minería 
del carbón, siendo la gran abanderada de la actividad minera en lo que a su 
desarrollo en el territorio nacional concierne, y para ilustrar este fenómeno, es 
idóneo destacar algunas cifras asociadas a este recurso. En el periodo 
comprendido entre los años 2014 y 2015, por ejemplo, la industria extractiva 
del carbón sufrió un decrecimiento del (3.9%), porcentaje que se traduce en 
una disminución de (3.6) millones de toneladas en la producción, cuando se 
pasó de producir (88,5) millones de toneladas en el 2014, a producir (84,9) en 
el 2015. Esta realidad no fue para nada alentadora, si se tiene en cuenta que 
la expectativa de producción que se tenía en ese momento, para este último 
año, era de (110) millones de toneladas. En todo caso, Colombia siguió 
posicionado como el quinto productor de carbón a nivel mundial y el más 
importante en Latinoamérica25. 
 
Por otra parte, tampoco pudieron alcanzarse las metas de producción de oro, 
cuando de un objetivo de (58.000) kilogramos, para el año 2015, sólo pudieron 
reportarse (31.640) kilogramos extraídos26. Resulta evidente, entonces, que 
estos desbalances también se reflejaron en un fehaciente impacto 
macroeconómico, si se tiene en cuenta que para aquel entonces era previsible 
un crecimiento del (4.4%) en el Producto Interno Bruto (PIB), por parte del 
gobierno colombiano, pero éste sólo tuvo una variación poco significativa del 
(3.1%). El aporte del sector de Minas y Canteras en la Inversión Extranjera 
                                                          
24 SANKEY, Kyla. Ob. Cit., pág. 115. 
25 VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, Juliana et al. Ob. Cit., págs. 66-67 
26   Ibíd., págs. 64-67 
 13 
Directa (IED) del país, fue otro gran damnificado por causa de esta debacle, 
cuando escasamente pudo sostener una participación del (4.4%) en el 
indicador nacional, para el año 2015, cuando en el año 2014 había podido 
afianzarse con un interesante (12.3%)27.  
 
Cabe considerar, por otra parte, que además de ser un factor de riesgo en la 
Inversión Extranjera Directa (IED), desde el año 2010 el conflicto colombiano 
ha representado una de las mayores dificultades para el desarrollo del sector 
minero, toda vez que los grupos al margen de la ley agudizaron de forma 
vehemente las operaciones militares dirigidas a proyectos mineros y del sector 
extractivo colombiano en general. Según fuentes oficiales del Gobierno, para 
el año 2011 el secuestro de trabajadores asociados al sector aumentó en un 
(377%)28. 
 
Desde la perspectiva más general, la Agencia Nacional de Minería (ANM) 
atribuyó estos balances desfavorables a notables deficiencias en 
infraestructura en transporte, como ferrocarriles y puertos; al déficit de capital 
destinado a la tecnificación de procesos productivos en explotaciones de oro 
y carbón, y a la falta de las inversiones necesarias para poner en marcha los 
proyectos mineros que se encontraban en la etapa de exploración29. Ahora 
bien, podría resultar complejo profundizar en una observación a detalle de 
todos los factores que objetivamente inciden en dichos balances, por lo que 
abordaremos algunos tópicos que consideramos preponderantes en este 
fenómeno, tomando como base los estudios sobre el sector extractivo nacional 
realizados por la Fundación Foro Nacional por Colombia. 
 
                                                          
27 Ibíd., págs. 70–72 
28 SANKEY, Kyla. Ob. Cit., pág. 132 
29 VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, Juliana et al. Ob. Cit. Págs. 66 – 67  
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Si bien es cierto que debido a algunos factores como el alto precio de los 
“commodities”, principalmente el de las materias primas en el ámbito de los 
mercados internacionales, y la aplicación de políticas públicas por parte del 
Estado, encaminadas a fomentar la Inversión Extranjera Directa (IED) para la 
exploración y la explotación de los recursos del subsuelo; se constituyó un 
ciclo de bonanza minera entre los años 2004 y 2013 al que se le denominó 
“boom de los commodities (2004-2013)” 30 o “el boom minero” , varias 
circunstancias, entre las que resultan destacables la caída progresiva de estos 
precios, sumada a otras controversias políticas y sociales, como la 
desarticulación institucional entre las autoridades mineras y ambientales en el 
país, la estigmatización en el desarrollo de la minería a nivel general por parte 
de las comunidades y el choque de intereses entre distintos actores estatales 
en lo que a la actividad respecta; sumieron en un letargo el exponencial 
crecimiento que venía siendo tenencia en la industria31.  
 
A propósito de esta desarticulación institucional, cabe decir que son varias las 
situaciones que han desatado las tensiones entre los mencionados sectores. 
Principalmente, la delimitación de áreas con fines de protección ambiental, 
como las zonas de reserva forestal; que ha generado un conflicto real con el 
otorgamiento de títulos mineros, y llevando esta coyuntura a un escenario más 
frecuente, también ha dificultado el desarrollo de los Proyectos de Interés 
Nacional y Estratégico (PINE), por lo que llama la atención que uno de los 
motivos de su creación, dentro de los lineamientos del Consejo Nacional de 
Política Económica y Social (CONPES) en la determinación de la política de 
gobierno para tales fines, es la agilización en los procesos de licenciamiento 
ambiental y de consulta previa32. 
                                                          
30 GRIJALVA, Diego. El fin del súper ciclo de los Commodities y su impacto en América Latina. 
En: Revista Koyuntura Nº48 - Año 7. Quito. Universidad San Francisco de Quito - Instituto de 
Economía. 2014. Págs. 1 - 5. Disponible en: http://www.usfq.edu.ec/publicaciones/koyuntura 
/Documents/koyuntura_2014-48.pdf  
31 VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, Juliana et al. Ob. Cit., págs. 62 – 82 
32 Ibíd., págs. 62 – 82 
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En ese mismo contexto, la desconfianza de las comunidades hacia la actividad 
minera, ha sido otro de los sucesos adversos que se ha venido asentando 
paulatinamente en los últimos años. Este hecho se le podría atribuir a la 
ausencia del Estado en las regiones en las que verdaderamente se desarrolla 
la minería, y a la falta de políticas públicas que estén exclusivamente 
direccionadas a la construcción de una confianza tripartita entre las empresas, 
los habitantes y las instituciones. No obstante, este paradigma se ha 
intensificado como consecuencia de los malos resultados en varios de estos 
territorios, en cuanto al desarrollo de la actividad, y por la utilización de 
deficientes prácticas técnicas, ambientales y sociales, que han obstaculizado 
la solución a las necesidades de sus habitantes, y que por el contrario, han 
generado una gran cantidad de conflictos sociales que se manifiestan en un 
criterio generalizado que resulta negativo hacia las industrias extractivas, y que 
han bloqueado de manera preocupante los proyectos de esta índole y el 
otorgamiento de licencias ambientales33.  
 
Resulta claro entonces que la confianza inversionista lograda a través de 
políticas de seguridad específicamente dirigidas a territorios mineros, que 
fueron respaldadas por los ajustes normativos del principio del nuevo siglo, 
que ya mencionamos, se vio opacada por la propagación abrupta de luchas 
sociales en contra de las actividades extractivas. Entre principios del año 2001 
y finales del año 2011, se reportaron (274) acciones sociales colectivas 
concernientes a conflictos del sector minero (carbón y oro) y petrolero34. 
 
De forma paralela, y sabiendo que ello es un eslabón fundamental en la toma 
de decisiones por parte de los inversionistas nacionales y extranjeros, se 
                                                          
33 Ibíd., págs. 62 – 82 
34 VÉLEZ, Irene. Dimensiones del extractivismo minero en Colombia. Análisis de las 
racionalidades del Gobierno durante la última década. Bogotá 2014, pág. 53 [en línea] 
Disponible en: http://www.ocmi.org.co/formularios/images/videos/1521756520dimensione 
s%20extract.pdf [Consultado: febrero 10, 2019] 
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observa también la carencia de un sistema integral que esboce información 
útil, veraz y actualizada, en cuanto al territorio. Este desconocimiento no solo 
potencializa el riesgo de capital del país para la puesta en marcha proyectos 
de inversión, sino que también retrasa el diseño y la ejecución de políticas que 
estén encaminadas al aprovechamiento racional de los recursos mineros, 
desde una perspectiva económica, política y social35. 
 
Atendiendo estas consideraciones, resulta fundamental que se garantice un 
acceso regular y continuo a los sistemas de información, entendiendo que 
estos no sólo permitirán crear un canal de comunicación entre los habitantes 
de las zonas que son objeto de la actividad minera y el clúster de la industria 
extractiva, propiamente dicho, sino que también servirán como un mecanismo 
de seguimiento a la gestión en los proyectos de carácter de social y al avance 
en los compromisos adquiridos con las comunidades. Adicionalmente, es 
importante ejercer un control permanente en el uso y el aprovechamiento de 
los recursos del subsuelo, por parte del Estado, para verificar la legitimidad en 
la diligencia de las empresas mineras, y para cuantificar la materialización de 
las políticas que se hayan dictado para el sector36. 
 
Ahora bien, a pesar de los esfuerzos gubernamentales para garantizar el 
acceso a estos sistemas y para respaldar la actualización de la información 
minera del territorio nacional, aún existe una gran fragilidad en la coordinación 
de la información existente en los mismos, con la información suministrada por 
las instituciones del Estado. En evidencia de ello, hay que traer a colación la 
irrefutable inconsecuencia entre los datos reportados en el Sistema de 
Información Minero Colombiano (SIMCO) y el Catastro Minero Colombiano, y 
                                                          
35 BUSTOS, Luis. The Benefits of Land Access Maps For Stakeholders In Colombian Extractive 
Industries. En: WARDEN, Arthur. CEPMLP Annual Review 2012/2013. Escocia. Universidad 
de Dundee. 2015. [En línea] Disponible en:  http://www.dundee.ac.uk/cepmlp/news/2015/arti 
cle/cepmlp-annual-review-20122013.php [Consultado: febrero 10, 2019] 
36 Ibídem.  
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los proporcionados por las entidades vinculadas al sector minero, como el 
Ministerio de Minas y Energía y la Agencia Nacional de Minería; circunstancia 
que, a la postre, sustrae objetividad y veracidad a la información de la que 
disponen los inversionistas y la opinión pública en general. Es más inquietante 
esta ausencia de claridad, cuando el desacoplamiento llega a las fronteras de 
instituciones de otro tipo, tal como las autoridades ambientales y las entidades 
relacionadas con la industria, el desarrollo y el comercio37, al día de hoy existen 
algunas iniciativas relacionadas con la actualización de los catastros como la 
iniciativa del -catastro multipropósito- que espero den sus frutos en el corto 
plazo y mejoren la problemática presentada.  
 
Otra de las manifestaciones de la endeblez de la información del territorio, es 
la carencia de un registro prospectivo integral y actualizado del subsuelo, que 
por el alto riesgo que representa la exploración de recursos minerales, resulta 
fundamental como punto de partida en la planeación y trazabilidad de 
proyectos mineros que por lo general son de largo plazo. Para el año 2014, la 
información base cartográfica disponible en el Servicio Geológico Colombiano 
se encontraba a una escala (1:100.000), que resulta demasiado general y se 
encuentra muy lejos de la especificidad requerida para una apropiada 
caracterización geológica y geofísica del territorio. Sumado a esto, solo se 
contaba con información del (47.7%) de la extensión continental del país38. 
 
Dentro de esta perspectiva, se requiere asumir de manera prioritaria el 
mejoramiento en el registro y la consolidación de la información asociada a los 
recursos naturales no renovables, en el ejercicio de la formulación y la 
implementación de políticas dirigidas a fortalecer la inversión en las industrias 
extractivas, y de la administración de la renta que se genera como 
                                                          
37 VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, Juliana et al. Ob. Cit., pág. 68  
38 Ibíd., pág. 68  
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consecuencia de su desarrollo; y en esta medida, garantizar el cumplimiento 
de las disposiciones de transparencia y de acceso a la información pública.  
 
En virtud de lo anterior, es válido hacer mención de algunos ejemplos 
relacionados con la implementación de herramientas de acceso público para 
la consulta de información, que sirven como base para la planificación en el 
uso y el aprovechamiento de los recursos naturales: el primero de estos, 
dentro del ámbito nacional, es el Mapa de Regalías, que está adscrito al 
Departamento Nacional de Planeación39, y el segundo, trascendiendo a un 
ámbito internacional, es el sistema de información geográfica con el que se 
cuenta en la provincia de Manitoba, en Canadá40. 
 
En relación con las implicaciones del fenómeno de la informalidad en las 
explotaciones mineras, el caso de la minería del oro requiere de especial 
atención, toda vez que existe una vasta diferencia entre el porcentaje de minas 
que cuentan con un título minero y aquellas que operan sin el amparo de esta 
figura jurídica, que se constituye como un requisito de ley para el desarrollo de 
la actividad minera en el país. Así se verificó, cuando la Defensoría del Pueblo 
reportó que para el año 2010 el (28%) de las unidades de explotación minera 
de hecho (sin título), se dedicaban a la explotación de este mineral, y dentro 
del marco del Censo Minero Departamental que se realizó para el periodo 
2010-2011, se identificó que el (86,7%) de las explotaciones de oro en el país 
no cuentan con un título minero. La Contraloría General de la Republica 
también admitió en el año 2013 que el (40%) del oro que se comercializaba en 
el exterior era puesto en conocimiento de las autoridades mineras, mientras 
                                                          
39 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Mapa de Regalías. 
[En línea] Disponible en: http://maparegalias.sgr.gov.co/#/ [Revisado, Julio 2, 2017] 
40 Gobierno de la provincia de Manitoba, Canadá – Government Information. GIS Map Gallery 
Geographic Information System. [En línea] Disponible en: http://www.manitoba.ca/iem 
/geo/gis/index.html [Revisado, Julio 2, 2017]            
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que el porcentaje restante se transaba en los mercados internacionales de 
forma ilícita41.  
 
En aras de ejercer control sobre esta situación, desde el año 2012 el Gobierno 
colombiano ha venido emprendiendo acciones encaminadas a la erradicación 
definitiva de la extracción ilegal y criminal, como la destrucción y decomiso de 
maquinaria; las cuales se han visto dificultadas por la errada diferenciación 
entre esta clase de minería, de la minería tradicional que se ejerce desde la 
informalidad, debido a la oposición ejercida por mineros tradicionales42. A 
pesar de estos esfuerzos, para el año 2018, la Unidad de Planeación Minero 
Energética (UPME) junto con varias comercializadoras internacionales, 
reportaron que entre (10) y (25) toneladas anuales de oro son exportadas de 
manera ilegal hacia otros países, representando una cifra no despreciable 
entre el (15%) y el (30%) de la producción total del mineral43. 
 
Empero, un factor preponderante en la situación que atraviesa la minería en 
Colombia, ha sido la función ejercida por las Altas Cortes y Tribunales, 
teniendo en cuenta que, a través de jurisprudencia, se han realizado reformas 
trascendentales a la base regulatoria en lo que respecta al aprovechamiento 
de los recursos minerales; situación que ha generado una nueva discusión 
multisectorial sobre el equilibrio entre las normas que rigen el sector minero y 
la configuración institucional del Estado. 
                                                          
41 MARTÍNEZ, Astrid; AGUILAR T. Estudio sobre los impactos socio-económicos del sector 
minero en Colombia: encadenamientos sectoriales. Fedesarrollo Centro de Investigación 
Económica y social. Bogotá, 2013 págs. 11,12 Ver también, VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, 
Juliana et al. Ob. Cit., pág. 67  
42 RETTBERG, Angelika. ORTIZ-RIOMALO, Juan Felipe. Minería de oro, conflicto y 
criminalidad en los albores del siglo XXI en Colombia: perspectivas para el conflicto 
colombiano. 2017. p 45 [en línea] Consultado: febrero 20, 2019 Disponible en: 
https://revistas.uniandes.edu.co/doi/pdf/10.7440/colombiaint93.2018.02 
43 OECD. Debida diligencia en la cadena de suministros de oro colombiana. ¿A dónde va el 
oro colombiano? 2018. Pág. 4 [en línea] Disponible en: http://www.ocmi.org.co/formularios/i 
mages/videos/20180312151038Where-does-Colombian-Gold-Go-SP.pdf [Consultado: 
febrero 20, 2019] 
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Uno de los factores de mayor incidencia en la atracción de capital privado en 
un territorio, es la estabilidad jurídica; es decir, el establecimiento de una 
certeza propicia sobre la regulación y las normas que rigen la actividad 
económica, lo que conlleva a la generación de escenarios de confianza que 
promuevan la inversión. Según lo anterior, es importante aclarar que en ningún 
caso se trataría de un favorecimiento a la industria minera, sino de la 
optimización de la coherencia entre la regulación del sector con la realidad 
económica, política y social del país. Si bien es cierto que el Estado puede 
tomar la decisión de resguardar ciertos sectores económicos tradicionales a 
través de decisiones, es inexcusable que se establezca un marco jurídico 
absolutamente inalterable; lo que se propone es buscar un equilibrio que no 
excluya el ejercicio legítimo de la actividad minera y que al mismo tiempo 
garantice su ejercicio bajo el cumplimiento de óptimos estándares 
ambientales, económicos y sociales.  
 
Por su naturaleza, un proyecto minero se caracteriza por ser de alto riesgo 
económico, debido a la incertidumbre geológica que es inherente a la etapa 
de exploración de los recursos minerales, como lo mencionamos 
anteriormente; y por demandar de altas inversiones, teniendo en cuenta que, 
en condiciones regulares de mercado, ofrece largos periodos en el retorno de 
capital; por lo que la robustez jurídica, en definitiva, incentiva y garantiza la 
inversión en el sector minero. A pesar de esto, llama la atención que las 
decisiones proferidas por las altas cortes en los últimos años, han retrasado el 
fortalecimiento del sector minero en el país, situación que ha desembocado en 
una percepción negativa hacia la actividad. 
 
Por ejemplo, en octubre de 2016, la Corte Constitucional se pronunció a través 
de la sentencia (T-445), en la que se expusieron temas relacionados con la 
autonomía territorial, y en la que se abordó el caso concreto de la validez de 
la consulta popular para prohibir la actividad minera en el municipio de Pijao, 
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Quindío. Dicha sentencia repercutió directamente en la regulación minera del 
país, ya que determinó que las autoridades locales tienen potestad para elevar 
acciones de participación ciudadana frente a la realización de actividades 
mineras en sus territorios. Otro caso que vale la pena resaltar, es el de la 
suspensión de las operaciones nocturnas del corredor férreo de la empresa 
Ferrocarriles del Norte de Colombia S.A (Fenoco) en el 2015, afectando 
directamente los procesos operativos de esta organización44.     
 
Otro factor importante a considerar se fundamenta en los compromisos 
internacionales adquiridos por Colombia, que podrían implicar en el mediano 
y el largo plazo modificaciones normativas en las que el sector extractivo como 
parte del actual modelo de desarrollo económico del país, podría adquirir un 
rol importante si nos referimos a cambio climático, desarrollo sostenible, 
crecimiento económico y direccionamiento de futuras políticas públicas. Dentro 
de este contexto, es válido destacar el proceso de adhesión de Colombia a la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) 45, que 
se venía adelantando desde el año 2013 y que se concretó en el año 2018, 
confirmando al país como el trigesimoséptimo miembro de esta organización 
que reúne las economías más importantes del mundo para la implementación 
de buenas prácticas en políticas públicas46.  
 
                                                          
44 Revista Semana, La Corte Constitucional versus los empresarios, 15 de octubre (2016). [En 
línea] Disponible en: http://www.semana.com/nacion/articulo/fallos-del-la-corte-constitucional-
impactan-el-desarrollo-economico-en-las-regiones/499115 [Revisado, febrero 20, 2019] Ver 
también, Reuters América Latina, Producción de carbón de Colombia cae un 3,5 pct en el 
2015, 15 de febrero (2016). [En línea] Disponible en: http://lta.reuters.com/articl 
e/businessNews/idLTAKCN0VP08P [Revisado, Julio 3, 2017] 
45 Organization for Economic Co-operation and Development (OECD) web page, OECD 
formally launches Colombia’s accession process. [En línea] Disponible en: http://www.oecd.o 
rg/newsroom/oecd-formally-launches-colombias-accession-process.htm [Consultado febrero 
20, 2019] 
46 Portafolio. Lo que gana Colombia con el acceso a la OCDE. 31 de mayo de 2018. [En línea] 
Disponible en: https://www.portafolio.co/economia/lo-que-gana-colombia-con-el-acceso-a-la-
ocde-517675 [Revisado, febrero 20, 2019] 
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Por otra parte, Colombia también adquirió compromisos en el marco del 
Acuerdo de París adoptado durante la Conferencia de las Partes (COP21), 
para hacer frente al cambio climático en función de los principios del desarrollo 
sostenible y la lucha por la erradicación de la pobreza, en el que se estableció 
el objetivo global de mantener el incremento de la temperatura lo más lejos 
posible de los (2°C) y centrar los esfuerzos en no sobrepasar los (1,5°C)47, 
propendiendo además por que las emisiones mundiales alcancen sus límites 
máximos en el corto plazo y posteriormente disminuyan de forma rápida. 
Partiendo del hecho que Colombia aporta el (0.46%) a las emisiones globales 
de gases de efecto invernadero, con tendencia al aumento hasta en un (50%) 
si no se ponen en marcha acciones prioritarias de mitigación, y que las 
industrias de la energía se posicionan como el cuarto sector productivo 
aportante de emisiones a nivel nacional con un (9%)48; el Gobierno ha venido 
hilvanando y aplicando medidas en varios sectores de la economía nacional 
para reducir en un (20%) las emisiones de efecto invernadero hacia el año 
203049.  
 
Atendiendo estas consideraciones, creo que emerge un nuevo panorama en 
lo que respecta al sector minero-energético en Colombia. Esto concierne a la 
inexcusable transición energética a la que se verá obligado el país ante la 
coyuntura mundial del cambio climático y los compromisos internacionales 
adquiridos al respecto, que a la postre, involucraría una eventual sustitución 
progresiva de los combustibles fósiles como el carbón, que generan 
importantes rentas y que en el corto y el mediano plazo podrían ser una fuente 
directa para la financiación del posconflicto. Pongamos por ejemplo el proceso 
de transición energética y descarbonización de Alemania, conocido como “La 
                                                          
47 GARCÍA, Carolina. VALLEJO, Gabriel. HIGGINS, Mary Lou. ESCOBAR, Elsa. El Acuerdo 
de París. Así actuará Colombia frente al cambio climático [en línea]. 2016. Pág., 12 Disponible 
en: http://www.minambiente.gov.co/images/cambioclimatico/pdf/colombia_hacia_la_COP21/e 
l_acuerdo_de_paris_frente_a_cambio_climatico.pdf  [Consultado: febrero 20, 2019] 
48 Ibíd., pág. 28  
49 Ibíd., pág. 44  
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Energiewende alemana”, en el cual se trazó como objetivo primordial modificar 
de lleno el sistema energético alemán, eliminando el carbono del suministro 
de energía y reemplazando los combustibles fósiles como el carbón para dar 
paso a las energías renovables50, en aras de “combatir el cambio climático, 
reducir el impacto económico de las importaciones de energía, estimular la 
innovación económica y la economía verde, reducir y eliminar los riesgos de 
la energía nuclear, garantizar la seguridad energética alemana y fortalecer las 
economías locales para proporcionar justicia social”51.  
 
Al analizar estas evidencias, es válido sustraer un tópico álgido del caso 
alemán que podría ser aplicable en el desarrollo futuro del sector minero en 
Colombia. Este tiene que ver con la planificación de una transición energética 
progresiva con miras hacia el largo plazo, reemplazando de forma escalonada 
y racional el uso del carbón, lo cual, a mi juicio, se podría lograr optimizando 
su producción y manejo con estrictos estándares técnicos, ambientales y 
sociales e introduciendo de manera simultánea y paulatina las energías 
renovables a la matriz energética, a la vez que se aseguran los tan necesarios 
dividendos para financiar el posconflicto en los años venideros y se garantiza 
confiabilidad y suficiencia energética.  
 
El modelo alemán de transición se ha sustentado primordialmente en optimizar 
las últimas plantas de carbón (lignito y hulla) y en realizar inversiones en 
eficiencia para suplir la demanda de energía del país, asegurando en gran 
parte la cantidad de empleos generados por la industria de los combustibles 
fósiles en el sector de las energías renovables y otros nuevos sectores de la 
economía52. 
                                                          
50 BÖLL, Heinrich. La transición energética alemana – La energiewende alemana. 2017. Pág. 
5 [en línea] Disponible en: https://book.energytransition.org/sites/default/files/etbook/v2/e 
s/German-Energy-Transition_es.pdf [Consultado: febrero 20, 2019] 
51 Ibíd., págs. 6-23 
52 “Estos nuevos puestos de trabajo reemplazan en parte trabajos en sectores de la industria 
muy relacionados con los combustibles fósiles, sobre todo en la extracción de petróleo, gas y 
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Como se puede inferir entonces, el sector extractivo no solo representa uno 
los sostenes de la economía colombiana, sino que en este también se ha 
depositado todo el optimismo para obtener los recursos necesarios para 
afrontar el posconflicto. En el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 se 
estableció que gran parte de estos recursos se obtendrían de las 
contraprestaciones generadas por la minería y los hidrocarburos, estimadas 
en ($90) billones de pesos en un lapso comprendido entre los años 2015 y 
202053.  
 
En este sentido, para el año 2015, el Ministerio de Hacienda de Colombia 
estimó que se necesitarían entre ($85) y ($90) billones de pesos para 
apalancar la implementación del Acuerdo de Paz, discriminados en aspectos 
como asistencia, reparación, atención, costos institucionales y otros costos 
para los desplazados y otras víctimas del conflicto armado, considerando 
además los ahorros presupuestales provenientes de los recursos que eran 
necesarios para sostener el sistema militar de Colombia54.  
 
A pesar de ello, las dificultades ya expuestas para la consolidación del sector 
extractivo suponen un escaño importante a rebasar y hacen pensar que por el 
momento es utópico suponer que por sí solo éste pueda equilibrar todas las 
cargas presupuestales de la paz, pero también es relevante señalar que el 
Gobierno no ha sido esquivo ante dichas situaciones y ha hecho un esfuerzo 
para aminorar sus efectos, como la formulación de políticas públicas 
especificas según tipos de minería a partir de un serio y adecuado contraste 
entre estos, al igual que la modificación al Sistema General de Regalías para 
                                                          
carbón, así como en la producción de electricidad. A ello hay que añadir los cambios 
estructurales de carácter general. Por ejemplo, la apertura de los mercados energéticos en 
Europa incrementa la competencia, lo que a su vez exige más eficiencia de las empresas (…)” 
Tomado de: Ministerio Federal de Relaciones Exteriores. La energiewende alemana. Berlín. 
2017. p 19 [en línea] Disponible en: http://www.energiewende-global.com/es/ [Consultado: 
febrero 20, 2019] 
53 VELÁSQUEZ, Fabio; PEÑA, Juliana et al. Ob. Cit., pág. 79 
54 Ibíd., pág. 79 
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involucrar a las regiones no productoras en el rédito de las industrias 
extractivas55.   
                                                          
55 Ibíd., pág. 79 
 26 
2. ¿EL FIN DEL CONFLICTO?  
 
 
El Estado Colombiano al embarcarse en el proyecto de terminar con el conflicto 
armado con las FARC tenía como uno de sus principales objetivos la reducción 
de las cifras de la criminalidad en el país, y es a partir de lo anterior que vale 
la pena cuestionarse si, ¿las cifras de criminalidad colombianas realmente se 
redujeron?; tomando como fuente números de la Unidad de Victimas es 
posible observar que en el periodo comprendido entre los años 1996 y 2017 
se presentó una caída de los índices de criminalidad en aspectos tales como 
los homicidios, las amenazas, el desplazamiento forzado y los actos 
terroristas, como tal es tan solo hasta el año 2018 en donde se puede percibir 
de alguna manera una nueva alza en estos aspectos como se puede observar 
en la siguiente tabla56.  
 
  
                                                          
56 MEDINA AGUILAR, CLAUDIA; CASIJ PEÑA, NATALIA et al. Octavo Informe diciembre de 
2017. Bogotá: Centro Internacional de Toledo para la Paz (CitPax) en Colombia. 2018. 
Disponible en:  https://static1.squarespace.com/static/5b601c480dbda307c42c4800/t/5bbb06f 
aec212d5199dd5b65/1538983720346/INFORME+OCTAVO+%281%29+%281%29.pdf Ver 
También, MEDINA AGUILAR, Claudia. ¿Cómo va el Acuerdo de Paz en Colombia? Los 
principales desafíos en materia de reincorporación, reforma rural, sustitución de cultivos, y 
justicia transicional JEP. Centro Internacional de Toledo para la Paz (CitPax) en Colombia. 
Presentación: Colegio de Abogados en Minas y Petróleos. Bogotá, mayo 2019. 
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Gráfica 5: Índices de criminalidad en homicidios, amenazas, desplazamientos 
forzados y actos terroristas 
 
Fuente: Red Nacional de Información (RNI). 2019. Unidad Para las Víctimas (página 
web). Fecha de corte: 01 de agosto de 2019. https://cifras.unidadvictimas.gov.co/ 
Home/Vigencia 
 
Dentro de estos aspectos de criminalidad existen dos factores a los cuales se 
les debe prestar suma atención; el primero es el relacionado con las cifras de 
desplazamiento en el país, ya que continúan siendo una constante que 
alimenta la violencia en Colombia como se describe a continuación:  
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Gráfica 6: Cifras de desplazamiento en Colombia. 
 
Fuente: Red Nacional de Información (RNI). 2019. Unidad Para las Víctimas (página 
web). Fecha de corte: 01 de agosto de 2019. https://cifras.unidadvictimas.gov.c 
o/Home/Vigencia    
 
El segundo factor que quiero subrayar es el relacionado con el asesinato de 
líderes sociales que, definitivamente, es más difícil de analizar debido a que 
las diferentes fuentes de información ofrecen números dispares, de esta 
manera se verifica que se trata de un fenómeno que debe ser estudiado de 
manera más detallada y con sumo cuidado que asimismo estará sujeto a 
verificación con el devenir del tiempo; no obstante, acudiendo a las fuentes 
disponibles, encontramos que según un Informe de Homicidios Contra Líderes 
Sociales y Defensores de Derechos Humanos realizado por la Alta Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales de 
Colombia, durante el periodo presidencial del Gobierno actual se han reducido 
en un (35%) los homicidios a los diferentes líderes sociales57. 
 
                                                          
57 CONSEJERÍA PRESIDENCIAL PARA LOS DERECHOS HUMANOS Y ASUNTOS 
INTERNACIONALES. Informe de Homicidios Contra Líderes Sociales y Defensores de 
Derechos Humanos. 2019 [en línea]. Disponible en: http://www.derechoshumanos.gov.co 
/Prensa/2019/Documents/INFORME%20LDDH%20ACTUALIZADO%2017%20DE%20JULIO
_V2.pdf [Consultado: agosto 1, 2019] 
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Si se verifican otras fuentes de información no gubernamental como la 
Fundación Ideas Para la Paz, es posible tropezarse con un tipo de análisis 
menos positivo, en el que se exterioriza que para el año 2018 aumentaron este 
tipo de homicidios en contra de Líderes Sociales58, la cifra es compleja ya que 
se presenta una serie de ingredientes, los cuales no se deben desconocer, 
tales como el tipo de definición de líder social que se escoge y el tener en 
cuenta que para ciertos años como el caso del 2018, Colombia se sometió a 
un calendario electoral muy dinámico en el que normalmente aumenta este 
tipo de delitos, en todo caso, partiendo de cualquiera de los estudios, sí es 
posible identificar que este delito está respondiendo a lógicas no habituales y 
se diferencia del resto59.  
 
Desde una perspectiva diferente a la medición de las cifras de violencia, 
también es posible evaluar el apoyo al Proceso de Paz por parte del Estado, 
tanto en su ejecución como en el cumplimiento de lo acordado, es por esto que 
aplicando un tipo de análisis meramente cualitativo, el Gobierno Santos 
cumplió aparentemente con un buen porcentaje de lo acordado, lo anterior se 
afirma sustentado en los estudios desarrollados por el Instituto Kroc de la 
Universidad de Notre Dame60; de esta manera, los compromisos de orden 
legislativo y de implementación del acuerdo en el ámbito del orden jurídico del 
país fueron positivos; no obstante, la implementación del tipo práctico 
relacionada con factores como: adecuación de las Zonas Veredales, control 
                                                          
58   FUNDACIÓN IDEAS PARA LA PAZ. La Fragilidad de la Transición: La Paz Incompleta y 
la Continuidad de la Confrontación Armada. 2019. p 14. [en línea]. Disponible en: 
http://ideaspaz.org/media/website/FIP_FragilidadTransicion.pdf [Consultado: agosto 1, 2019] 
59 MEDINA AGUILAR, Claudia. ¿Cómo va el Acuerdo de Paz en Colombia? Los principales 
desafíos en materia de reincorporación, reforma rural, sustitución de cultivos, y justicia 
transicional JEP. Centro Internacional de Toledo para la Paz (CitPax) en Colombia. 
Presentación: Colegio de Abogados en Minas y Petróleos. Bogotá, mayo 2019. 
60 UNIVERSITY OF NOTRE DAME web page. Peace Accords Matrix Colombia. [en línea]. 
Disponible en: https://kroc.nd.edu/research/peace-processes-accords/pam-colombia/ 
[Consultado: agosto 1, 2019] 
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de los territorios y apoyo a los programas voluntarios de sustitución de cultivos 
ilícitos, quedaron rezagados61. 
 
En el caso del actual Gobierno, se presenta una situación difícil de analizar, ya 
que se ha implementado una nueva visión de ejecutor en cabeza del Alto 
Consejero para la Estabilización en la que se propugna por un cumplimiento 
sobre las cifras de lo acordado, pero con señales mixtas en su discurso, con 
lo anterior me refiero a, entre otras cosas, al cambio en los nombres traídos 
para los programas relacionados con los acuerdos de La Habana, la reducción 
presupuestaria en importantes entes del proceso como la comisión de la 
verdad y un regreso a la política antidrogas con un enfoque de criminalización, 
abandonando la visión más integral de soluciones que propugnaba por lo 
menos desde su discurso el Gobierno Santos62. 
 
En el caso de la financiación, se cuenta con el CONPES 3850 de 2015 que es 
el Plan Marco de Implementación a (15) años, que se encargó de describir de 
manera detallada los lugares del erario público de donde saldrá el dinero para 
la implementación de lo acordado63, teniendo en cuenta que los dineros que 
se obtengan de las FARC no hacen parte de estos rubros puesto que los 
mismos sólo se pueden destinar para la reparación de las víctimas64. 
                                                          
61 MEDINA AGUILAR, CLAUDIA; CASIJ PEÑA, NATALIA et al. Octavo Informe diciembre de 
2017. Ob. Cit. Ver También, MEDINA AGUILAR, Claudia. ¿Cómo va el Acuerdo de Paz en 
Colombia? Los principales desafíos en materia de reincorporación, reforma rural, sustitución 
de cultivos, y justicia transicional JEP. Centro Internacional de Toledo para la Paz (CitPax) en 
Colombia. Presentación: Colegio de Abogados en Minas y Petróleos. Bogotá, mayo 2019. Ver 
También: MEDINA AGUILAR, CLAUDIA; CASIJ PEÑA, NATALIA et al. La Verdad En Las 
Sentencias De Justicia Y Paz Un Estudio Cuantitativo Sobre Los Hechos, Sus Principales 
Narradores y Las Redes De Apoyo Develadas. Universidad Javeriana. (2018). Disponible en:  
https://verdadabierta.com/wp-content/uploads/2019/03/Verdad-en-sentencias-JyP.-CITpaxJ 
averiana-PDF-FINAL.pdf 
62 MEDINA AGUILAR, CLAUDIA; CASIJ PEÑA, NATALIA et al. Octavo Informe diciembre de 
2017. Ob. Cit. 
63 COLOMBIA. CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento 
CONPES 3850. (23, noviembre, 2015). Bogotá, D.C, 2015. 
64 CORTE CONSTITUCIONAL, Sala Plena. Sentencia N° C-071 de 4 de julio de 2018. M.P: 
Alejandro Linares Cantillo. Bogotá, D.C, 2018. 
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En lo referente con la Justicia Especial para la Paz, la misma se encuentra en 
funcionamiento y según la Ley 1957 de 2019, existen ciertos criterios 
establecidos que, entre otras cosas valoran: la gravedad de los hechos, lo 
representativo de los mismos, las características especiales de las víctimas, 
las particularidades de los victimarios y la disponibilidad probatoria para la 
elección de los casos que investigará, juzgará y sancionará65.   
 
Los casos actualmente abiertos son los siguientes66:  
 
 Caso 001, referente a la retención ilegal de personas por parte de las 
FARC-EP (abierto el 6 de julio de 2018). 
 Caso 002, que prioriza la grave situación de derechos humanos 
padecida por la población de los municipios de Tumaco, Ricaurte y 
Barbacoas (Nariño) (abierto el 10 de julio de 2018). 
 Caso 003, sobre muertes ilegítimamente presentadas como bajas en 
combate por agentes del Estado (abierto el 17 de julio de 2018). 
 Caso 004, que prioriza la grave situación de derechos humanos 
padecida por la población de los municipios de Turbo, Apartadó, 
Carepa, Chigorodó, Mutatá, Dabeiba (Antioquia) y El Carmen del 
Darién, Riosucio, Unguía y Acandí (Chocó) (abierto el 11 de septiembre 
de 2018). 
 Caso 005, que prioriza la grave situación de derechos humanos 
padecida por la población de los municipios de Santander de Quilichao, 
                                                          
65 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1957. (6, junio, 2019). Estatutaria de la 
Administración de Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz. Diario Oficial. Bogotá, D.C, 
2019. 
66  JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ (JEP). JEP abre caso 007: Reclutamiento y 
utilización de niñas y niños en el conflicto armado colombiano. [en línea]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Sala-de-Prensa/Paginas/JEP-abre-caso-007-sobre-reclutamiento-y-
utilizacion-de-ni%C3%B1as-y-ni%C3%B1os-en-el-conflicto-armado.aspx [Consultado: agosto 
1, 2019] 
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Suárez, Buenos Aires, Morales, Caloto, Corinto, Toribío y Caldono 
(Cauca) (abierto el 8 de noviembre de 2018). 
 Caso No. 006, sobre "Victimización de miembros de la Unión Patriótica 
(UP) por parte de agentes del Estado" (abierto el 26 de febrero de 
2019). 
 Caso No. 007, denominado "Reclutamiento y utilización de niñas y 
niños en el conflicto armado", la JEP está trabajando en las siguientes 
investigaciones. 
 
Finalmente, llama la atención en este resumen, que poco se ha adelantado 
con respecto a la Reforma Rural Integral y que la nueva estrategia represiva 
sobre el problema de los cultivos ilícitos tendrá fuertes efectos sobre los 
territorios, en este mismo sentido, como ya se mencionó, el desplazamiento 
forzado como delito no ha disminuido en el país e infortunadamente todos 
estos factores tienen sus orígenes y dinámicas en los territorios rurales 
colombianos, que precisamente son las zonas en donde operan la gran 
mayoría de actores del sector minero nacional; al final se plantean más 
incógnitas que realidades sumado a la declaratoria del 29 de agosto del 
presente año, en donde se vislumbra una retoma de las armas y el regreso o 
aparición de un nuevo conflicto por parte de antiguos desmovilizados67.  
 
  
                                                          
67 CNN ESPAÑOL. Se rearman las disidencias de las FARC: ¿quiénes son los que retomaron 
las armas? [en línea]. Disponible en: https://cnnespanol.cnn.com/2019/08/29/farc-se-rearman-
las-disidencias-quienes-son-los-que-retomaron-las-armas/ [Consultado: 29 de agosto de 
2019] 
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3. EL POSCONFLICTO EN LOS TERRITORIOS  
 
 
Antes de establecer una correlación entre el posconflicto y el sector minero en 
Colombia y después de contextualizar con algunos hechos y cifras la realidad 
de esta industria, se hace necesario analizar bajo cuáles condiciones y en qué 
tiempos se planificó la paz, además de cuáles son sus posibles ganancias para 
nuestro tema de interés. El Departamento Nacional de Planeación (DNP) ha 
distinguido en primera medida tres fases para la terminación del conflicto: una 
primera fase basada en la construcción del “acuerdo general para la 
terminación del conflicto”, una segunda fase que aborda aspectos como “el 
desarrollo agrario integral, la participación política, el fin del conflicto armado, 
la solución al problema de las drogas ilícitas y la reparación a las víctimas”, y 
una tercera fase de “implementación, verificación y refrendación de los 
acuerdos”68. 
 
En cuanto a los tiempos para la “construcción de paz y el posconflicto”, esta 
misma entidad ha reconocido de forma concreta tres periodos: un primer 
periodo, denominado de estabilización y cuya duración estimada es de (18) 
meses después de la refrendación de los acuerdos, el segundo periodo 
denominado de durabilidad y respeto a lo acordado, que se implementará en 
el periodo de los (10) años subsiguientes; y un tercer periodo denominado de 
sostenibilidad, el cual está diseñado para (20) años69, destacando que en los 
dos últimos periodos se haría la implementación definitiva de los acuerdos.  
 
Partiendo de la base de que la terminación del conflicto armado favorecerá en 
gran medida a los territorios tradicionalmente afectados ante esta 
circunstancia, el Departamento Nacional de Planeación identificó una 
                                                          
68 MEJIA, Luis Fernando. Ob. Cit. 
69 Ibídem. 
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disminución del (73%) en el número de municipios de alta y muy alta incidencia 
del conflicto armado en un lapso comprendido entre los años 2002 y 2013. 
Asimismo, se determinó que en el (38%) de los municipios de alta y muy alta 
incidencia del conflicto armado se presentó extracción ilegal de oro entre los 
años 2010 y 2014, y que en el (58%) de esos municipios hubo deforestación 
entre los años 1990 y 201370. Al respecto considero que estas cifras, en 
definitiva, brindan una contundente perspectiva inicial de la relación histórica 
entre la extracción ilegal y el conflicto armado y de sus efectos colaterales 
sobre el ambiente y los territorios en términos globales. Para ilustrar mejor esta 
premisa, es válido remitirnos a los casos de dos importantes núcleos de 
extracción ilegal, que guardan una significativa relación con grupos guerrilleros 
y de paramilitares en Colombia como lo son las regiones del Catatumbo y el 
sur de Bolívar.  
 
Antes del año 2004, el funcionamiento de los oleoductos en la zona del 
Catatumbo se vio enmarcado por la arremetida y los cobros extorsivos por 
parte de grupos armados, hecho que ocasionó que hasta ese tiempo, las 
empresas privadas no tuvieran mayor acceso a potenciales zonas de trabajo71. 
Sin embargo, fue hasta los años 2004 y 2005 que se intensificó el interés sobre 
el carbón de la Cuenca Sedimentaria del Catatumbo, que a pesar de haber 
sido ligada tradicionalmente a la presencia hidrocarburos, su estratigrafía 
también abarca formaciones con gran potencial carbonífero72; con la 
proliferación masiva de empresas privadas que pretendían la explotación de 
las reservas del recurso, y por ende, para aquel entonces se vislumbró una 
                                                          
70 Ibídem.  
71 CINEP. Ambiente, minería y posconflicto en Colombia: los casos del Catatumbo y el sur de 
Bolívar. Bogotá 2016, págs. 28-29 [en línea] Disponible en: https://colombia.nimd.org/wp-
content/uploads/2016/10/Documento-ambiente-miner%C3%ADa-y-postconflicto-version-
larga-03-10-2016-VF.pdf [Consultado: febrero 20, 2019] 
72 ANH. Cuenca Catatumbo. Integración Geológica de la Digitalización y Análisis de Núcleos. 
Bogotá 2012, págs. 38-44 [en línea] Disponible en: http://www.anh.gov.co/Informacion-
Geologica-y-Geofisica/Tesis/4.%20Informe%20Final%20Catatumbo.pdf [Consultado: febrero 
20, 2019] 
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nueva oportunidad de desarrollo para la región. Esta época justamente 
confluyó con la desmovilización de grupos paramilitares y la publicación de 
estudios técnicos específicos sobre el potencial carbonífero de la región para 
la inversión extranjera73.  
 
Por su parte, el caso del Sur de Bolívar resulta mucho más complejo por la 
incidencia de un mayor número de factores como el cobro extorsivo por la 
explotación de oro y el tránsito de maquinaria, la participación directa de 
grupos al margen de la ley, los choques generados entre la minería artesanal 
y mecanizada, la lucha del Estado por la erradicación de la extracción ilegal, 
los obstáculos para la expedición de permisos y tramites de formalización 
minera y el creciente interés de actores privados por el potencial aurífero de la 
zona74. En el año 2010 se afianzó la participación del ELN y las FARC-EP a 
través de cobros extorsivos e imposición de peajes por paso de maquinaria y 
equipos, ejerciendo el control de casi el (80%) de la misma y provocando a su 
vez que la actividad se haya tornado insostenible para algunos mineros que 
tenían que desembolsar varios pagos a diferentes actores armados a lo largo 
de la cadena productiva del mineral75. 
 
Dentro de este mismo contexto, Colombia no ha sido ajeno a la contaminación 
por el uso de mercurio y por el contrario probablemente se posiciona como el 
tercer país que más libera el elemento, ubicado detrás de China e India76 y se 
estimó que para el año 2010 la minería informal de oro liberó (75) toneladas 
                                                          
73 CINEP. Ambiente, minería y posconflicto en Colombia: los casos del Catatumbo y el sur de 
Bolívar. Bogotá 2016, págs. 28-29 [en línea] Disponible en: https://www.cinep.org.co/pub 
licaciones/es/producto/ambiente-mineria-y-posconflicto-en-colombia-los-casos-de-catatumbo 
-y-sur-de-bolivar/ [Consultado: febrero 20, 2019] 
74 Ibíd., pág. 60  
75 Ibíd., pág. 60  
76 CALDERÓN, Silvia Liliana. Presentación: Universidad Externado de Colombia, Observatorio 
de Sociedad, Gobierno y Tecnologías de Información. Evento: Primer Foro sobre Ciudades 
Inteligentes y Posconflicto. Conferencia: DNP - Dividendos ambientales de la Paz, 
Oportunidades para Construir una Paz Sostenible. Bogotá, Julio 2016 [en línea] Disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=r8xKwEdIoFU [Consultado: febrero 20, 2019] 
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del mismo sobre el ambiente, catalogándose como la principal actividad 
contaminante por mercurio a nivel nacional77. Todas estas observaciones 
concurren en la realidad de que la extracción ilegal en conjunto con otras 
actividades invasivas como el cultivo ilícito y el aprovechamiento 
indiscriminado del suelo, han sido causantes de fenómenos erosivos que han 
conllevado al abandono de zonas denominadas de alto riesgo78.  
 
En el marco de los posibles dividendos ambientales de la paz, el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) pudo establecer de forma efectiva que la 
extracción ilegal de minerales corresponde a uno de los siete motores que han 
potenciado el fenómeno de la deforestación, destacando de igual forma que la 
tasa de deforestación se ha triplicado en los municipios del conflicto, a una 
razón de (6.5) por cada (1000) hectáreas de bosque79. Las fuentes hídricas, 
por su parte, también han sufrido la devastación del conflicto armado; así lo 
aseveró la misma entidad al estimar que el (60%) de éstas han sido 
contaminadas por derrames de crudo y liberación de mercurio80. 
 
La región del Pacífico ha sido uno de los focos más importantes de extracción 
ilícita de minerales y de informalidad minera, y cobra especial importancia si 
precisamos que se ha estimado que con un adecuado ordenamiento minero-
ambiental se podría proteger el (41%) de las fuentes hídricas del país de una 
                                                          
77 ECHAVARRÍA, Elizabeth. GONZÁLES, Natalia. La formalización de la pequeña minería en 
Colombia: experiencias desde el territorio. Colombia 2016, págs. 83-85 [en línea] Disponible 
en: http://www.ocmi.org.co/formularios/images/videos/20180306131716Publicacion-Formaliz 
acion-Somos-Tesoro.pdf [Consultado: febrero 20, 2019] 
78 GAVIRIA, Simón. Presentación: Dividendos ambientales de la paz. Oportunidades para 
construir una paz sostenible Evento: Dividendos ambientales de la paz. Retos y 
oportunidades. Conferencia: DNP - Dividendos ambientales de la Paz, Oportunidades para 
Construir una Paz Sostenible. Bogotá, marzo 2016 [en línea] Disponible en: https://www.you 
tube.com/watch?v=PHu1ZgBx1CQ [Consultado: febrero 20, 2019] 
79 Ibídem.  
80 CALDERÓN, Silvia Liliana. Presentación: Universidad Externado de Colombia, Observatorio 
de Sociedad, Gobierno y Tecnologías de Información. Evento: Primer Foro sobre Ciudades 
Inteligentes y Posconflicto. Conferencia: DNP - Dividendos ambientales de la Paz, 
Oportunidades para Construir una Paz Sostenible. Bogotá, Julio 2016 [en línea] Disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=r8xKwEdIoFU [Consultado: febrero 20, 2019] 
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potencial afectación. De igual manera, este mismo ordenamiento en las 
regiones de Antioquia y el Eje Cafetero dejarían un buen rédito al evitar una 
potencial afectación del (37%) de las fuentes hídricas del país y prevenir la 
deforestación de aproximadamente (13.000) hectáreas de bosque por año81. 
Podemos condensar lo ya mencionado hasta aquí expresando que es claro 
que uno de los objetivos del acuerdo de paz es el mejoramiento de las 
condiciones de los territorios rurales, respaldando esta aseveración en que 
aproximadamente el (88%) de los territorios de alta y muy alta incidencia del 
conflicto son rurales82. 
 
3.1 LOS PLANES DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL COMO 
HERRAMIENTA DE INFORMACIÓN  
 
Considerando que los Planes de Ordenamiento Territorial (POT) son una 
herramienta fundamental de suministro de información para cimentar la 
formulación e implementación de políticas públicas, según la opinión de este 
autor hoy en día se evidencian serias dificultades técnicas de actualización y 
gestión para una estructuración y puesta en marcha óptima de los mismos e 
inclusive, y por esta misma razón, ni siquiera gozan de una buena reputación 
como instrumento de información veraz y actualizada sobre los territorios. 
Antes de adentrarnos en dicha discusión, es pertinente recalcar que los Planes 
de Ordenamiento Territorial (POT), pueden ser definidos como “un instrumento 
básico para desarrollar el proceso de ordenamiento del territorio municipal, 
constituido por un conjunto de objetivos, directrices, políticas, estrategias, 
metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para orientar el desarrollo 
físico del territorio y la utilización del suelo”83. 
                                                          
81 Ibídem.  
82 MEJIA, Luis Fernando. Ob. Cit.  
83 UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA. Instituto de Estudios Urbanos. Debates 
Gobierno Urbano. Planes de Ordenamiento Territorial Departamental frente a los Municipios. 
2016, pág. 7 [en línea].  Disponible en: https://www.institutodeestudiosurbanos.info/observatori 
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Para ilustrar mejor estas falencias, el (DNP) destacó algunos aspectos que 
podrían explicar la falta de competencia de los (POT) en la actualidad. Para el 
año 2016, la entidad identificó que el (81%) de los (POT) del país se 
encontraban caducados en el largo plazo y a su vez, distinguió y discriminó a 
través de un diagnóstico serio estas dificultades en tres grupos principales: 
“deficiencias técnicas, metodológicas y de información en la formulación de los 
POT, desactualización de los POT y falta de posicionamiento de los POT como 
instrumento de desarrollo”84. Dentro del primer grupo, se identificaron los 
siguientes hechos: el (60%) de los POT definió inadecuadamente su perímetro 
urbano, el (50%) de los POT determinó suelo de expansión sin criterios e 
información adecuada, el (61%) de los POT definió erróneamente los suelos 
de protección y el (21%) de los POT no cuentan con un plano geo-
referenciado. Por su parte, dentro del segundo grupo de falencias, se 
determinó un hecho tan determinante como que “ningún municipio incluye 
determinantes regionales en su POT” y finalmente, dentro del último grupo, se 
identificó que sólo “el (3%) de los POT incluye estrategias y programas para 
desarrollar el componente rural”85. 
 
Así las cosas, considero que no sólo resulta fundamental que se optimicen los 
Planes de Ordenamiento Territorial (POT) como herramienta de información 
para la formulación de políticas públicas sino también para el relacionamiento 
del sector minero con las comunidades y el licenciamiento social de proyectos 
mineros.  
 
En efecto, la Agencia Nacional de Minería (ANM), de conformidad con lo 
ordenado por la Corte Constitucional a través de la sentencia (C-123 de 2014) 
y la sentencia (C-389 de 2016), centró sus esfuerzos en el diseño y la 
                                                          
o-de-gobierno-urbano/publicaciones-de-debates-urbanos/1401-debates-de-gobierno-urbano-
8/file [Consultado: febrero 10, 2019] 
84 MEJIA, Luis Fernando. Ob. Cit. 
85 Ibídem. 
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implementación del Programa de Relacionamiento en Territorio, que según la 
misma entidad, busca “lograr una relación eficaz, oportuna y permanente con 
los actores estratégicos involucrados en el desarrollo de proyectos mineros, 
previo al otorgamiento de un título minero”86. Importa entonces, y por muchas 
razones, las implicaciones de la disponibilidad de POT competentes por parte 
de los municipios para la puesta en marcha de una de las siete líneas de acción 
que fundamentan esta iniciativa de la autoridad minera, que comprende la 
caracterización y el mapeo de actores estratégicos y que involucra un análisis 
detallado del territorio en varios factores como la obtención de información 
geológica y minera, la identificación de áreas restringidas para el desarrollo de 
la minería al igual que de restricciones ambientales, la verificación de la 
existencia de trámites mineros sobre áreas de interés y la determinación de 
presencia de grupos étnicos87. 
 
En este contexto, también vale la pena hacer mención del alcance de las 
Sentencias proferidas por la Corte Constitucional (SU 095 de 2018 y C-053 de 
2019), con relación a la competencia de las consultas populares como 
mecanismo para frenar la realización de proyectos mineros en los territorios y 
a la exequibilidad del artículo 33 de la Ley 136 de 1994, que confería carácter 
obligatorio a dicho mecanismo para determinar la realización de este tipo de 
proyectos en función de sus eventuales afectaciones sobre el suelo; 
respectivamente88. Al respecto, la Sala Plena de la Corte determinó que las 
consultas populares no constituyen un instrumento jurídico adecuado para 
                                                          
86 Agencia Nacional de Minería. Respuesta a derecho de petición radicado número 
20175510172802. Asunto: Forma en que se están aplicando las sentencias C-123 de 2014 y 
C-389 de 2016. Bogotá. Septiembre, 2017. [en línea] Disponible en: http://www.ocmi.or 
g.co/formularios/images/videos/20180312204247Acuerdos%20con%20municipios%20y%20
participaci%C3%B3n%20ciudadana%20en%20el%20proceso%20de%20titulaci%C3%B3n%
20minera.pdf [Consultado: abril 11, 2019] 
87 Ibídem. 
88   ROBLEDO, Carlos. El futuro de las consultas populares. Asuntos Legales. 15 de marzo de 
2019. Disponible en: https://boletinmineroenergetico.uexternado.edu.co/corte-constitucional-
ratifica-su-postura-sobre-la-inexistencia-de-poder-de-veto-de-las-consultas-populares-en-
proyectos-minero-energeticos/ 
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ponderar las decisiones concernientes a la realización de proyectos de minería 
e hidrocarburos ni tienen poder de veto sobre los mismos y de igual forma 
precisó que la concurrencia del uso del suelo y la realización de proyectos 
extractivos deben ser objeto de una ley orgánica y no debe contravenir con la 
Ley 1757 de 2015 por la cual se dictan disposiciones en materia de promoción 
y protección del derecho a la participación democrática, en su calidad de ley 
estatutaria sobre mecanismos de participación89. 
 
Sin embargo, es claro que la Corte exhortó al Congreso de la Republica para 
que en el menor tiempo posible defina los mecanismos necesarios de 
participación ciudadana al igual que los medios de coordinación que propicien 
la concurrencia entre la Nación y el territorio, por lo que es el legislador quien 
tiene la gran responsabilidad de crear el mecanismo integral adecuado para 
aliviar las tensiones entre el territorio y la industria misma. 
 
Los Planes de Ordenamiento Territorial Departamental, por su parte, son un 
“instrumento a través del cual el Departamento establece directrices y 
orientaciones para el ordenamiento de la totalidad o porciones específicas del 
territorio, especialmente en áreas de conurbación con el fin de determinar los 
escenarios de uso y ocupación del espacio”, los cuales son estructurados con 
base en preceptos de desarrollo sostenible y principios territoriales, 
socioeconómicos y culturales específicos90. Si bien por su nivel de 
especificidad los (POTD) podrían servir como una herramienta más eficaz para 
                                                          
89 VILLANUEVA, Juanita. Corte Constitucional ratifica su postura sobre la inexistencia de 
poder de veto de las consultas populares en proyectos minero energéticos. Boletín Virtual del 
Sector Minero-Energético. Instituto de Estudios en Regulación Minera, Petrolera y Energética. 
19 de febrero de 2019. Disponible en: https://boletinmineroenergetico.uexternado.edu.c 
o/corte-constitucional-ratifica-su-postura-sobre-la-inexistencia-de-poder-de-veto-de-las-
consultas-populares-en-proyectos-minero-energeticos/ 
90 UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA. Instituto de Estudios Urbanos. Debates 
Gobierno Urbano. Planes de Ordenamiento Territorial Departamental frente a los Municipios. 
2016, pág. 6 [en línea].  Disponible en: https://www.institutodeestudiosurbanos.info/observatori 
o-de-gobierno-urbano/publicaciones-de-debates-urbanos/1401-debates-de-gobierno-urbano-
8/file [Consultado: febrero 10, 2019] 
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la planificación del territorio en el posconflicto, lo cierto es que para el año 2016 
sólo (5) departamentos (Antioquía, Cundinamarca, Santander, Valle del Cauca 
y Guaviare) formularon hasta una etapa avanzada sus (POTD) y (8) de estos 
(Caldas, Quindío, Risaralda, Caquetá, Boyacá, San Andrés, Huila y Meta) 
reportaron algunos avances significativos, aclarando que en ningún caso se 
llegó a la fase de implementación91. Por otra parte, a pesar de que la vigencia 
de los (POTD) es superior en comparación a otros instrumentos de 
ordenamiento territorial, aún no se tiene una regulación clara para la 
formulación y ejecución de los mismos92.  
 
En últimas, los Planes de Ordenamiento Territorial Departamental serán un 
elemento estratégico en el posconflicto en la medida que logren enlazar todas 
las directrices y objetivos de interés para el desarrollo del territorio, como la 
construcción de vías e infraestructura y la concreción de avances necesarios 
en prevención de riesgos y desastres, y preservación ambiental, trazando así 
el camino hacia la construcción de los denominados territorios modernos 
según lo propuesto por el (DNP)93. 
 
3.2 CATASTROS MODERNOS Y PRECISOS 
 
Al igual que los Planes de Ordenamiento Territorial, los catastros también 
constituyen un instrumento de suma importancia para la planeación territorial 
y para la obtención de información veraz y actualizada sobre el territorio. 
Desafortunadamente, las cifras indican que la diligencia para la elaboración y 
actualización de los mismos ha sido laxa. Así lo demostró el DNP al determinar 
que el (66.5%) de los municipios del país tienen un catastro rural 
desactualizado o sin información disponible. Si pasamos al contexto urbano, 
                                                          
91 Ibíd. Págs. 14-15 
92 Ibíd. Pág. 14  
93 Ibíd. Pág. 26 
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encontramos que sólo el (32,9%) de los municipios cuentan con catastros 
actualizados, referencia que en definitiva confirma que no son suficientes los 
esfuerzos para sistematizar información eficaz sobre el territorio, y en esta 
medida, creo que este atraso representa una seria dificultad para la 
elaboración de políticas públicas que logren satisfacer las exigencias del país 
en distintos renglones del ámbito nacional y de forma específica, un 
inconveniente para el desarrollo integral de proyectos mineros.94  
 
Una vez reconocidas las falencias sobre la elaboración y actualización de 
catastros en el país, lo siguiente sería examinar bajo cuáles condiciones se 
deberían estructurar los mismos para la consecución de buenas herramientas 
de planeación territorial. Al respecto, y con base en estadísticas reales, el DNP 
ha venido adelantando algunas estimaciones concluyentes, estableciendo que 
idealmente los catastros deben ser completos, precisos y articulados con 
Registro95. 
 
Para la estructuración de catastros completos, la entidad determinó que estos 
deben cubrir geográficamente todo el país, incorporar las formas de tenencia 
de tierra, suministrar un inventario de todos los baldíos y agrupar datos físicos 
de los predios. Por su parte, para que los catastros sean precisos, se 
determinó que deben georreferenciar e individualizar los predios y acotar una 
distribución catastral acorde a la realidad. Finalmente, para que los catastros 
estén debidamente articulados con Registro, deben contar con información de 
áreas y del alinderamiento de las mismas96. 
  
                                                          
94 MEJIA, Luis Fernando. Ob. Cit. 
95 SLIDE SHARE web page. Foro sobre Ciudades Inteligentes y Posconflicto. [en línea]. 
Disponible en: https://www.slideshare.net/Observaticsue/foro-sobre-ciudades-inteligentes-y-
posconflicto-64806723. [Consultado: febrero 20, 2019] Ver también: MEJIA, Luis Fernando. 
Ob. Cit. 
96 MEJIA, Luis Fernando. Ob. Cit. 
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3.3. MAPA REGALÍAS Y MAPA INVERSIONES  
 
Hasta este punto, hemos destacado los Planes de Ordenamiento Territorial 
(POT) y los Catastros como instrumentos necesarios para la planeación 
territorial y para la planificación integral de proyectos mineros y como 
complemento a este tópico, abordaremos las implicaciones del Mapa Regalías 
y el Mapa Inversiones, desarrollados por el DNP, en la gestión de los recursos 
públicos. 
 
El DNP define el Mapa Regalías como “una herramienta para la gestión 
transparente de la actividad Minero Energética, desde la explotación de los 
recursos naturales, hasta la financiación y ejecución de los proyectos de 
inversión que benefician a todos los colombianos”. Efectivamente, se trata de 
un sistema georreferenciado cuyo objetivo es brindar acceso al seguimiento 
de los recursos provenientes de las contraprestaciones económicas a favor del 
Estado, por causa del aprovechamiento de los recursos naturales no 
renovables y que son necesarios para la formulación y puesta en marcha de 
proyectos de desarrollo en las regiones. A través de este portal es posible 
consultar los proyectos en el país cuya fuente de financiación son los recursos 
obtenidos por concepto de regalías, los recursos de regalías correspondientes 
a cada municipio, al igual que las actividades de control fiscal para la gestión 
adecuada de los mismos97.  
 
Desde el 23 de agosto de 2013, día en el que entró en funcionamiento el Mapa 
Regalías, se han reportado (14.406) proyectos aprobados con una destinación 
total de ($35.8) billones de pesos provenientes del Sistema General de 
Regalías, destacando a su vez que la herramienta ofrece filtros de fácil acceso 
                                                          
97 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Mapa de Regalías. 
[En línea] Disponible en: http://maparegalias.sgr.gov.co/#/ [Revisado, agosto 26, 2016] 
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y datos consolidados concisos para el uso de entes territoriales y de cualquier 
ciudadano en términos generales98. 
 
Por su parte, el Mapa Inversiones “consolida toda la inversión pública de 
Colombia independiente de la fuente de financiación de donde provengan los 
recursos”, y podría considerarse un eslabón a una escala más detallada del 
Mapa Regalías. Según el portal institucional del DNP, el Mapa Inversiones fue 
creado en el año 2018 con los siguientes propósitos: “Utilizar de manera más 
eficiente los recursos públicos, fomentar la transparencia, participación de 
todos en el éxito de Colombia y ayudar a responder las preguntas, ¿Qué 
necesita Colombia? ¿Cuándo? y ¿Dónde?”99. 
 
Con la articulación del Mapa Regalías y el Mapa Inversiones, opino que se 
concreta la estructuración de un mecanismo conveniente para el seguimiento 
de los proyectos y control presupuestal en el posconflicto. Atendiendo la 
dinámica del Mapa Regalías, el Mapa Inversiones ofrece infografías, datos 
abiertos, mapas y reportes sobre la gestión de recursos públicos y la ejecución 
de proyectos a lo largo y ancho del país, con el factor diferencial de que los 
criterios que son objeto de consulta pública no necesariamente están ligados 
a recursos provenientes del sector minero energético100.  
 
3.4 EL PAPEL DEL SECTOR PRIVADO EN LA FORMULACIÓN Y 
EJECUCIÓN DE PROYECTOS TERRITORIALES  
 
Es indiscutible que los municipios en Colombia necesitarán un importante 
apalancamiento de proyectos e iniciativas para afrontar con éxito la etapa del 
                                                          
98 Ibídem. 
99 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Mapa Inversiones. 
[En línea] Disponible en:  https://mapainversiones.dnp.gov.cottp://maparegalias.sgr.gov.co/#/ 
[Revisado, agosto 26, 2016] 
100 Ibídem. 
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posconflicto y es preocupante la situación al precisar que la ejecución de 
proyectos en los mismos no refleja una realidad favorable, hasta el punto de 
constituir una notable deuda, situación que se podría atribuir, inicialmente, a la 
inexperiencia de algunos territorios y entes territoriales, lo cual supone un 
obstáculo a superar en principio. 
 
El DNP empezó a hacer frente a este asunto con una categorización inicial de 
coordinación entre organizaciones, en tres niveles, establecidas como 
financieras de orden nacional101, articuladores de esfuerzos con entidades 
territoriales102 y organizaciones de capital público como privado103. Uno de los 
objetivos de esta discriminación es propender por mejores resultados en la 
estructuración y ejecución de proyectos con base en las características propias 
y a la situación real de cada municipio, buscando a su vez una respuesta 
definitiva a las necesidades de sus habitantes como resultado del 
acoplamiento de estas organizaciones104.  
 
En este punto, quisiera traer a colación el papel fundamental que deberá 
asumir el sector privado para hilvanar proyectos óptimos en los municipios, 
teniendo en cuenta la presencia masiva que las empresas del sector minero 
ejercen sobre los territorios en todo su clúster de producción. Dicha 
articulación propiciaría incluso un escenario conveniente en el marco de la 
ardua tarea de las empresas mineras de armonizarse con las comunidades y 
las autoridades territoriales, generando además garantías para la creación e 
implementación de políticas de Responsabilidad Social Empresarial. Con esto 
                                                          
101 Financieras de Orden Nacional como: Findeter, Fonade, el FNA, Finagro, Banco Agrario 
de Colombia, Bancoldex y la Financiera de Desarrollo Nacional, entre otras. 
102 Articuladores de esfuerzos con entidades territoriales como: La Federación Nacional de 
Departamentos FND, La Federación Nacional de Municipios FNM, La Federación nacional de 
Cafeteros, la ANDI, entre otras. 
103 Organizaciones de Capital Público como Privado como: Ecopetrol, Universidades, Argos, 
Cemex, Paz del Rio, Drummond Ltd. Colombia, EPM, entre otras. 
104 MEJIA, Luis Fernando. Ob. Cit. 
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quiero decir que las empresas podrían ser el punto de partida para coadyuvar 
en la generación y el fortalecimiento de competencias para el desarrollo de 
proyectos en los municipios para una gestión ventajosa de los recursos105. 
 
Es menester recalcar que de ninguna manera el sector privado deberá suplir 
el rol del Estado, por el contrario, las políticas de Responsabilidad Social de 
Empresarial de las empresas deben apuntarle a la generación de aptitudes en 
las comunidades y en la creación de proyectos de sustitución a largo plazo, y 
en la búsqueda de la Licencia Social para Operar (LSO), resulta fundamental 
fortalecer los canales de comunicación con los “stakeholders” a través de estas 
iniciativas106. 
 
El objetivo es que para el año 2030 se cuente con un país que haya podido 
progresar en los temas planteados anteriormente, pero si revisamos a 
profundidad las posibilidades para cimentar financieramente esta iniciativa 
encontraremos que la ruta para su consecución no será sencilla107. Según 
estimaciones del (DNP), este programa tendría un costo de ($5,7) billones de 
pesos, para lo que se necesitaría un aporte de los organismos de cooperación 
internacional, al igual que la disponibilidad de recursos públicos junto con 
                                                          
105 A mayor abundamiento sobre el tema de inversión en los territorios y la importancia de los 
programas de responsabilidad social empresarial, Cfr. BUSTOS, Luis. The role of CSR policies 
focused on local content actions in host countries faced with governance gaps and mining 
operations. En: Colección de estudios en Derecho Minero y energético. Universidad Externado 
de Colombia. Bogotá, N° 7. 2015 
106 BUSTOS, Luis; RODRÍGUEZ, Mariana. Licencia Social Para Operar. Comentarios desde 
la Participación Ciudadana y la Responsabilidad Social Empresarial. En: DIAZ, Rosa; LUGO, 
Oscar; RODRIGUEZ, María. Regulación de Servicios Públicos y Energía. México. Editorial 
Porrúa México. 2016. 
107 Banco Interamericano de Desarrollo (BID) web page, Colombia Sostenible: Building a 
Sustainable Colombia in Peace. [En línea] Consultado: febrero 20, 201*, Disponible en: 
https://publications.iadb.org/handle/11319/7320 Ver también, Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) web page, ¿Cómo logrará Colombia un crecimiento sostenible y en paz para 
2030? Comentario por: Juan Cruz Vieyra [En línea] Disponible en: http://blogs.iadb.org/ 
gobernarte/2016/02/05/como-lograra-colombia-un-crecimiento-sostenible-y-en-paz-para-
2030/ [Consultado: febrero 20, 2019] 
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contribuciones del sector privado, discriminados en ($1,8) y ($3,9) billones de 
pesos, respectivamente108. 
 
3.5 EL ROL DEL ESTADO EN EL DESARROLLO DEL SECTOR MINERO 
EN LAS ZONAS MÁS AFECTADAS POR EL CONFLICTO ARMADO 
(ZOMAC) 
 
Al identificar de manera detallada los (344) municipios categorizados como 
Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC) por el Gobierno a 
través del Decreto 1650 de 2017109, con el objetivo de ofrecer un estímulo a 
las nuevas empresas y sociedades que desarrollen actividades en las mismas 
a través de beneficios tributarios, es posible identificar de manera preliminar 
que varios de estos guardan relación con el sector minero en Colombia. De 
forma previa a abordar los tópicos concernientes al rol del Estado para 
potenciar el desarrollo de la industria minera en dichas Zonas, es pertinente 
precisar que la categorización de estos municipios surge como el resultado de 
una labor mancomunada entre entidades como el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, el Departamento Nacional de Planeación (DPN) y la Agencia 
de Renovación del Territorio (ART), considerando aspectos como: Índice de 
Desempeño Fiscal, Municipios priorizados en los Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET), Índice de Pobreza Multidimensional, tiempo en 
vehículo a la capital del departamento, categorías de ruralidad, 
aglomeraciones del sistema de ciudades, Índice de Incidencia del Conflicto 
Armado (IICA) y población110. 
                                                          
108 CALDERÓN, Silvia Liliana. Presentación: Ob. Cit. 
109 COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA. Decreto 1650. (9, octubre, 2017). Por la 
cual se adiciona un artículo a la Parte 1 del Libro 1; la Sección 1 al Capítulo 23 del Título 1 de 
la Parte 2 del Libro 1 y los Anexos No. 2 y 3, al Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario 
en Materia Tributaria, para reglamentar los artículos 236 y 237 de la Ley 1819 de 2016. Bogotá, 
D.C, 2017. 
110 FEDEPALMA. Mecanismos Tributarios para las ZOMAC [en línea] 2018, págs. 8-9 
Disponible en: https://web.fedepalma.org/sites/default/files/files/Cartilla%20ZOMAC_Final.pdf 
[Consultado el 9 de octubre de 2019] 
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Ahora bien, a pesar de que la determinación de las Zonas Más Afectadas por 
el Conflicto Armado (ZOMAC) se presentó de forma inicial como un interesante 
escenario para el sector minero en cuanto al relacionamiento con las 
comunidades y a la generación de desarrollo en los municipios afectados por 
el conflicto, lo cierto es que según lo dispuesto por el Parágrafo 1 del Artículo 
236 de la Ley 1819 de 2016, por la cual se adoptó la más reciente reforma 
tributaria, las sociedades dedicadas a la minería fueron excluidas del régimen 
de tributación de las nuevas sociedades que inicien actividades en las Zonas 
Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC)111, coyuntura que, en mi 
criterio, carece de pertinencia teniendo en cuenta dos factores: el primero es 
el relacionado con la indiscutible presencia de la actividad minera en esta 
categoría de territorios, para lo cual me basaré en algunas cifras ofrecidas por 
el estudio Brújula Minera, el cual determinó, entre otras cosas, que para el año 
2018 el (79.8%) del oro legal y el (55.9%) del carbón térmico se produjo en 
municipios categorizados como Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado 
(ZOMAC)112; y en segundo lugar, a juicio de este autor, esta restricción no 
guarda concordancia con el peso específico del aporte del sector minero a las 
dimensiones económicas y al desarrollo del país, teniendo en cuenta de forma 
adicional que éste se prevé como una importante fuente de financiación para 
la implementación del Acuerdo de Paz y el posconflicto. 
 
Desde la perspectiva regulatoria, considero prioritario que se hilvanen 
disposiciones favorables para el desarrollo de la actividad minera en este tipo 
de territorios, a través de la estructuración de mecanismos jurídicos enfocados 
en aspectos como la creación de requisitos diferenciales para la Formalización 
                                                          
111 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1819. (29, diciembre, 2016). Por medio 
de la cual se adopta una reforma tributaria estructural, se fortalecen los mecanismos para la 
lucha contra la evasión y la elusión fiscal, y se dictan otras disposiciones. Bogotá, D.C, 2016. 
112 BRÚJULA MINERA. La novela de la minería [en línea] 2019, págs. 10-11 Disponible en: 
http://acmineria.com.co/acm/wp-content/uploads/2019/02/BrujulaMinera2019.pdf [Consultado 
el 9 de octubre de 2019] 
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de Unidades de Producción Minera (UPM) que se encuentren asentadas en 
las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado (ZOMAC) y en la creación 
de incentivos económicos para las empresas y sociedades mineras que 
realicen inversiones, que desarrollen actividades y que vinculen laboralmente 
trabajadores catalogados por el Gobierno como desmovilizados y víctimas del 
conflicto en estos municipios. Al respecto, la Ley 1955 de 2019, por la cual se 
expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022113, estableció la definición de 
mecanismos y requisitos diferenciales por parte del Gobierno en materia 
minera y ambiental para la Formalización de mineros tradicionales de pequeña 
escala, base sobre cual se debe propender por la armonización de criterios 
especiales que permitan la caracterización y la regularización de mineros que 
dispongan de competencias básicas para operar desde la legalidad y que 
tradicionalmente hayan estado vinculados al conflicto armado de forma directa 
o indirecta.  
 
Siendo las cosas así, resulta claro que, como lo he expresado de manera 
previa, el sector privado jugará un papel fundamental para el posicionamiento 
de la industria minera como motor de desarrollo en el posconflicto, pero 
también es necesario establecer que esta hoja de ruta sólo será posible en la 
medida que el Estado asuma sus responsabilidades para crear equilibrio entre 
el sector público, las empresas y las comunidades. Con esto quiero señalar, 
en primera medida, que el sector minero debe ser considerado desde la 
perspectiva más integral, entendiendo que si bien su cimiento parte del 
aprovechamiento del subsuelo, también debe ser integrado de lleno a la 
planificación del territorio y en segunda medida, en definitiva, el Estado debe 
propiciar los instrumentos jurídicos idóneos para el desarrollo integral de la 
                                                          
113 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 1955. (25, mayo, 2016). Por el cual se 
expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”. 
Bogotá, D.C, 2019. 
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industria minera en las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado 
(ZOMAC) en la etapa del posconflicto. 
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4. DIVIDENDOS DE LA PAZ PARA EL SECTOR MINERO COLOMBIANO  
 
 
En este último apartado, quiero analizar cuáles serían los posibles beneficios 
de la terminación del conflicto armado para el sector minero en Colombia, en 
términos económicos, laborales y ambientales. 
 
4.1 DIVIDENDOS ECONÓMICOS  
 
Con la intención de soportar de manera inicial los posibles dividendos 
económicos de la paz, a través de un estudio realizado en el 2015, el (DNP) 
concluyó de manera categórica que con la terminación del conflicto en 
Colombia y el fortalecimiento de la confianza de inversión, se produciría un 
aumento en las inversiones en el país114. Para este fin, la entidad identificó 
(18) casos similares al colombiano de países que dieron por terminados sus 
conflictos internos armados, singularizando los mismos entre los que lo 
                                                          
114 Resulta pertinente indicar que la información utilizada por el estudio para la parte de 
conflicto fue construida sobre la base de las siguientes fuentes:  
“a. Base de datos de conflictos armados de la Universidad de Uppsala de Suecia, compuesta 
por 117 países y al mismo tiempo trabaja bajo 16 variables que diferencian los conflictos 
armados según la intensidad de los mismos.   
b. Base de datos (Peace Accords Matrix) construída por el Kroc Institute de la Universidad de 
Notre Dame en Estados Unidos, compuesta por 31 países y sistematiza los acuerdos de paz 
en el mundo suscritos a la fecha. 
c. Anuario de Procesos de Paz de la Escuela de Cultura de Paz de España 2014-1015, Que 
trabaja los procesos de negociación y a su vez los clasifica en: i) acuerdo de paz, ii) finalizado 
conflicto sin negociación, y iii) victoria militar.” 
En el mismo sentido, también fueron utilizadas las bases de datos pertenecientes a las 
siguientes fuentes:  
“a. World Economic Outlook (FMI). Bases de datos macroeconómicos consolidada por el FMI, 
la cual existe para 181 países para el período 1980 – 2014 con proyecciones a 2020. 
 b. UNCTAD (Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo). Cuenta con 
información de 236 países para el período 1970-2013 agrupados bajo diferentes criterios. 
c. OCDE: Cuenta con información para los países miembros en el período 1973 – 2014. 
d. World Macroeconomics Research (Kushnirs.org). Esta base de datos contiene información 
para 215 países, en los temas de macroeconomía, producto interno bruto, valor agregado y 
renta nacional para el período 1970 – 2013” Tomado de: Gobierno de Colombia – 
Departamento Nacional de Planeación (DNP). Presentación: Dividendos Económicos de la 
Paz. Bogotá, Diciembre, 2015. Autor: Simón Gaviria Muñoz [En línea] Disponible en: 
https://www.dnp.gov.co [Revisado, febrero 20, 2019] 
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lograron a través de la firma de un acuerdo y los que lo hicieron por otras vías, 
estableciendo de manera puntual que en definitiva la terminación del conflicto 
en Colombia desembocaría un acrecentamiento de la inversión en el país, 
basada en la generación de una confianza inversionista más sólida115.  
 
Además de presentar un panorama global de la realidad de los países después 
de la terminación del conflicto, a través de este estudio también se pudo 
determinar que los (3) años subsiguientes tras la consecución de la paz 
resultan determinantes en cuanto al desarrollo económico de éstos. Asimismo, 
el estudio reflejó un incremento sustancial en la tasa de inversión en los países 
que conforman la muestra (79%), al igual que un fortalecimiento de la 
confianza de inversión, hecho que se refleja en un mejoramiento definitivo de 
las condiciones comerciales y que se traduce además en una subida en las 
exportaciones. A nivel interno, las cifras también son reveladoras, al indicar 
que el consumo de los hogares aumentó significativamente (40%), respaldado 
a su vez por los factores anteriormente mencionados en cuanto a la confianza 
de inversión y el crecimiento de las exportaciones, impactando de manera 
positiva la economía de cada uno de los Estados116. 
 
Por otra parte, el estudio arrojó que en estos países se evidenció una notable 
mejoría en la tasa de ahorro como consecuencia de mejores ingresos y un 
crecimiento económico general (74%), además de un incremento en la oferta 
de exportación en función del crecimiento de la demanda interna, hecho que 
se relaciona con un avance en cuanto a la búsqueda de alternativas para la 
                                                          
115 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Dividendo 
económico de la paz permitiría un crecimiento adicional de 1,1% a 1,9%: DNP. [En línea] 
Disponible en: https://www.dnp.gov.co/Paginas/Dividendo-econ%C3%B3mico-de-la-paz-
permitir%C3%ADa-un-crecimiento-adicional-de-1,1-a-1,9-DNP--.aspx [Revisado, febrero 20, 
2019] 
116 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Presentación: 
Dividendos Económicos de la Paz. Bogotá, diciembre 2015. Autor: Simón Gaviria Muñoz [En 
línea] Disponible en: https://www.dnp.gov.co [Revisado, febrero 20, 2019] 
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renovar el sistema económico. Es también relevante que el estudio puntualizó 
que varios segmentos específicos de la economía se verían fortalecidos con 
la terminación del conflicto, como la agricultura y la construcción, indicador que 
coincidió en todos los países que conformaron la muestra117. 
 
Acotando estas implicaciones al caso de Colombia, los resultados del estudio 
sugieren que los sectores de la construcción, la agricultura y la industria, 
podrían experimentar crecimientos del (40%), del (22%) y del (20%), 
respectivamente, y un acrecentamiento importante de la Inversión Extranjera 
Directa (IED) con incrementos de hasta (US$24.000) millones con respecto a 
la cantidad reportada en el país en el año anterior, acelerando a su vez un 
crecimiento frente a la cifra de exportaciones en hasta (US$65.000) millones. 
En cuanto al Producto Interno Bruto (PIB), podría hablarse de un eventual 
crecimiento del (5.9%) con un aumento adicional del consumo interno en los 
hogares del (5%)118.  
 
4.2 DIVIDENDOS LABORALES  
 
La informalidad laboral vislumbra como uno de los principales desafíos que 
Colombia debe afrontar tras la terminación del conflicto, fenómeno que se ha 
asentado en algunos focos específicos como la extracción de oro (80%), la 
explotación de madera (60%) y la construcción (50%), lo cual exige un 
esfuerzo para recomponer el rumbo del sector laboral en el país119. 
                                                          
117 Gobierno de Colombia – Departamento Nacional de Planeación (DNP). Dividendo 
económico de la paz permitiría un crecimiento adicional de 1,1% a 1,9%: DNP. [En línea] 
Disponible en: https://www.dnp.gov.co/Paginas/Dividendo-econ%C3%B3mico-de-la-paz-
permitir%C3%ADa-un-crecimiento-adicional-de-1,1-a-1,9-DNP--.aspx [Revisado, febrero 20, 
2019] 
118 Ibídem. 
119 LOPEZ, Mauricio. Presentación: Universidad Externado de Colombia, la Unidad 
Administrativa Especial del Servicio Público de Empleo, el Pacto Global y la Organización 
Internacional para las Migraciones. Evento: Foro la Vinculación Laboral de Población Víctima 
del Conflicto Armado: Un compromiso por la paz. Bogotá, septiembre 2016 
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Tampoco se trata de aseverar que per sé la consecución de la paz dará 
solución a las dificultades del sector laboral en Colombia, sino que por el 
contrario, el camino que supone el establecimiento de un equilibrio en este 
rubro trae consigo una serie de retos empresariales de transformación y 
modernización, con el fin de lograr una óptima inclusión de los desmovilizados 
en el actual mercado laboral, propósito que a su vez debe cimentarse en varios 
aspectos relevantes como la creación de igualdad social y la consolidación del 
sector rural como principio para la creación de políticas encaminadas al 
empleo en el campo120. 
 
En definitiva, uno de los factores que determinarán el impacto de la paz a nivel 
laboral, será la agilidad con la que el país supere los rótulos de víctima y 
victimario, originados por el conflicto, con el fin de generar verdadera inclusión 
laboral, enfocando los planes de desarrollo y la asignación de recursos a 
proyectos que hagan posible este objetivo, recalcando además que será 
necesario un cambio de enfoque del sector empresarial para gestar un 
beneficio real en términos sociales que vaya mucho más allá de lucro 
económico121.  
 
En efecto, con base en los beneficios tributarios que el Gobierno reglamentó a 
través del Decreto 1650 de 2017 para las empresas y sociedades que realicen 
actividades económicas en las Zonas Más Afectadas por el Conflicto Armado 
(ZOMAC), la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN) 
reportó que para el año 2017, (650) empresas fomentaron la vinculación de 
desmovilizados en el mercado laboral colombiano y que el (70%) de las 
(11.048) personas que se encontraban en el proceso de reintegración tenían, 
                                                          
120 OSPINA, Juan Manuel. Presentación: Universidad Externado de Colombia, la Unidad 
Administrativa Especial del Servicio Público de Empleo, el Pacto Global y la Organización 
Internacional para las Migraciones. Evento: Foro la Vinculación Laboral de Población Víctima 
del Conflicto Armado: Un compromiso por la paz. Bogotá, septiembre 2016. 
121 Ibídem. 
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una ocupación. No obstante, la entidad acotó que sólo el (26.4%) de las 
personas ocupadas estaba vinculada al mercado laboral bajo la formalidad, lo 
que supone un nuevo reto frente a la calidad laboral y las condiciones dignas 
de trabajo122. 
 
4.3 DIVIDENDOS AMBIENTALES  
 
Una vez abordados los posibles beneficios económicos y laborales del 
posconflicto para Colombia, también es necesario distinguir cuales son los 
dividendos ambientales que obtendría el país tras la implementación de los 
acuerdos, para lo cual me remitiré a algunos escenarios propuestos y 
analizados por el (DNP). La entidad estableció que el país podría alcanzar un 
ahorro anual de ($2,7) billones de pesos por costos de degradación ambiental 
si con el fin del conflicto pudieran reducirse los índices de deforestación, 
derrame de crudo y uso indiscriminado de mercurio, añadiendo también que 
en la medida en que estos fenómenos pudieran ser erradicados de manera 
definitiva, se lograría un ahorro consolidado de ($7,1) billones de pesos en 
costos de degradación ambiental123. 
 
Pese al optimismo que suponen estas estimaciones, es pertinente acotar que 
la factibilidad de estos objetivos está ligada a la formulación de políticas 
públicas y componentes regionales en los planes de desarrollo que aborden 
temas específicos como el desarrollo forestal, la reconfiguración agropecuaria, 
la validación del Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), la economía 
verde y finalmente, políticas de Formalización Minera, en busca de desactivar 
por completo la extracción ilegal. Para este último supuesto, el (DNP) estimó 
                                                          
122 FEDESARROLLO. Informe Mensual de Mercado Laboral. Efectos Económicos del Acuerdo 
de Paz. Bogotá. Diciembre, 2017. [en línea] Consultado: abril 11, 2019 Disponible en: 
https://www.fedesarrollo.org.co/sites/default/files/12imldiciembre2017web1050.pdf 
123 CALDERÓN, Silvia Liliana. Presentación: Ob. Cit. 
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que se necesitaría una inversión de ($525,6) mil millones de pesos, con miras 
a la implementación de la política minera hacia el año 2030124.  
                                                          
124 Ibídem. 
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CONCLUSIONES 
 
 
 El Estado tiene la gran la responsabilidad de propiciar las garantías 
necesarias para que el sector minero asuma un rol preponderante como 
generador de desarrollo en la etapa del posconflicto, a través de la 
estructuración de políticas públicas y la implementación de acciones 
eficientes que estén encaminadas a la gestación de un escenario de 
transparencia en el manejo de los dividendos generados como 
consecuencia de la explotación de los recursos minerales del subsuelo, en 
el acceso a la información relacionada con la industria minera, en la 
restauración de la confianza entre el sector privado y las comunidades y en 
la erradicación de la extracción ilegal. 
 
 El panorama de complejidad que ha surgido para el desarrollo de la 
actividad minera y demás actividades extractivas se fundamenta en una 
postura global potenciada por nuevos fenómenos políticos y sociales que 
han influido de manera directa en la expansión y la migración de varias 
industrias hacia territorios atractivos en materia de seguridad jurídica, 
estabilidad en la regulación, políticas públicas eficientes y condiciones 
macroeconómicas y tributarias atractivas; aspectos sobre los que 
indefectiblemente se deberá cimentar el futuro del sector minero 
colombiano en busca de recuperar de manera definitiva el rumbo de esta 
industria. 
 
 Si bien el conflicto armado tiene un considerable peso en el cumulo de 
factores que influyeron en el decrecimiento paulatino del sector minero, que 
entre los años 2004 y 2013 experimentó un dinamismo favorable para el 
desarrollo económico de Colombia, otros agentes de importancia como la 
falta de articulación institucional, la posición desfavorable de las 
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comunidades con respecto a la actividad, la falta de acceso a la información 
y el precario conocimiento del subsuelo, deben constituir la agenda para 
reconstruir una industria que en definitiva deberá asumir un papel 
protagónico en el desarrollo del país en el posconflicto, además de preparar 
el camino hacia una transición energética progresiva que dé respuesta a 
los compromisos globales en materia de preservación ambiental, 
sostenibilidad y cambio climático. 
 
 Las estadísticas reflejan de manera categórica el impacto positivo del 
Acuerdo de Paz, fundamentado en la disminución de los índices de 
criminalidad en Colombia hasta el año 2017 en aspectos relacionados con 
el secuestro, los homicidios, las amenazas, los desplazamientos forzados 
y los actos terroristas, pero es menester que el Estado enfoque sus 
esfuerzos en el afianzamiento de componentes de igual trascendencia 
como la adecuación de Zonas Veredales, el apoyo a programas de 
sustitución voluntaria de cultivos ilícitos y el alivio de las tensiones políticas 
que han generado nuevos fenómenos adversos como el asesinato de 
líderes sociales y el rearme de disidentes.  
 
 Colombia padece notorias deficiencias en cuanto a la disponibilidad y la 
elaboración de herramientas certeras de información y planificación 
territorial como Planes de Ordenamiento Territorial (POT) y catastros, 
frente a lo anterior se logran identificar ciertos  avances como la puesta en 
marcha del Mapa Inversiones y el Mapa Regalías para la gestión 
transparente de los recursos y el acceso a la información relacionada con 
las industrias extractivas, aún queda mucho camino por recorrer para 
propender por el mejoramiento de aspectos como la eficacia en el diseño 
de políticas públicas, la concurrencia entre la actividad minera y el territorio, 
y el relacionamiento del sector minero con las comunidades. 
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 El sector privado jugará un papel de gran relevancia en la labor del sector 
minero para apalancar el posconflicto en la medida que el relacionamiento 
con las comunidades y las autoridades territoriales se refleje en la 
efectividad en la formulación y ejecución de proyectos a través de la 
evaluación de las condiciones específicas de las comunidades y la 
implementación de políticas de Responsabilidad Social Empresarial que 
favorezcan en gran medida el licenciamiento social de proyectos mineros, 
panorama que a su vez se conjugará con la responsabilidad del Estado en 
materia regulatoria para crear un escenario de equilibrio entre las 
instituciones, las empresas y el territorio. 
 
 El fin del conflicto armado traerá consigo beneficios económicos, laborales 
y ambientales que indudablemente favorecerán el posicionamiento del 
sector minero en el posconflicto colombiano como actor de desarrollo para 
la generación de oportunidades, el crecimiento económico, la inclusión 
social y laboral de antiguos combatientes, la generación de contextos de 
formalidad y dignidad en el trabajo, la sustitución del mercurio por 
tecnologías limpias, el desarrollo de infraestructura a través de beneficios 
tributarios y la atracción de capital privado con la construcción de confianza 
inversionista.  
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